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“Para Occidente la naturaleza no tiene vida y por tanto es mercancía, se la ve como una 
opción mercantil, por tanto, tenemos que explotarla. Pero para nosotros los indígenas la 
naturaleza tiene vida y siendo nosotros sus hijos tenemos que cuidarla.” 
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Con el traslado legislativo que estuvo a cargo de la asamblea constituyente y la 
resultante constitución política de 1991, se obtuvo la ampliación del marco de aplicación de 
mecanismos colectivos que propiciarían la salvaguarda de los derechos fundamentales de los 
pueblos indígenas y comunidades de especial protección. En tal sentido la carta política de 
1991 centra su actuar en facilitar la participación de los miembros del Estado de forma directa 
en las decisiones que los afecten (C. P. Art. 2). Dichos lineamientos legislativos, denotan la 
inclusión de las comunidades en la toma de decisiones que adopta el Estado por medio de 
herramientas jurídicas plasmadas en los estamentos constitucionales, mediante ellas se 
resguardan y cimentan en la participación democrática; principio y derecho que se pregona 
tanto en el preámbulo como en el desarrollo articular de la constitución.  
Es de denotar, que el avance constitucional que se dio a finales del siglo XX en 
Colombia, transmite una seguridad democrática a las personas, los bienes, el trabajo, los 
recursos y la cultura de comunidades indígenas y tribales que se encuentran en el territorio. 
Esto se soporta en los artículos 7 y 70 de los estamentos constitucionales, en los que se 
reconocen y protegen la diversidad étnica y cultural, las prácticas sociales y religiosas 
arraigadas a las costumbres que han tenido (C. P. Art 7 y 70) 
En tal sentido, el Estado en busca de reivindicarse con las comunidades que han sido 
vulneradas y desprotegidas por las entidades e instituciones a lo largo de la historia, 
constituye un resguardo supralegal con la ratificación del convenio 169 de 1989 de la OIT, 
que se incorpora a la normatividad nacional por medio de la ley 21 de 1991, cuerpo legal que 




de las comunidades indígenas sobre decisiones que las puedan llegar a afectar de forma 
directa.   
La obligatoriedad jurídica que se le atribuye al Estado para hacer la consulta previa 
parte en primer orden, de lo dispuesto en el artículo 1 de la constitución política; en donde se 
resaltan los dotes con los que se define a Colombia, como una república unitaria, participativa 
y pluralista. Facultades constitucionales que son esenciales para la incorporación y 
participación de las comunidades indígenas y tribales en algunas decisiones que pueden 
afectarlos directamente; del recorrido de la norma constitucional se desembocan un 
sinnúmero de derechos para las comunidades minoritarias del país, que giran en torno al 
reconocimiento de las mismas, a la participación y protección de aspectos culturales, étnicos 
y sociales (C. P. Art 7 y 70), fundamentos que soportan lo dispuesto en el art 329 y 330 del 
mismo texto constitucional, en los que se hace hincapié en el reconocimiento de las 
comunidades indígenas y tribales como entes territoriales autónomos y participativos.   
Son de relevancia jurídica, los aportes dados por el alto tribunal constitucional en sus 
sentencias que atienden la constitucionalidad los medios legislativos, creados para 
conceptualizar, estructurar los pueblos indígenas y tribales; junto a ello, han sido relevantes 
las medidas tomadas por la Corte Constitucional, respecto al control jurídico de políticas 
públicas, que atañen a las comunidades indígenas y tribales en relación a la consulta previa. 
La constante intervención de la Corte frente al resguardo del derecho a la consulta, se debe a 
la falta de reglamentación concreta de la misma, ya que ha pasado de ser un derecho 
fundamental consagrado en el apartado constitucional, a ser visto más como un mecanismo 




contra la esencia de la comunidad con los proyectos en un espacio que se ostenta es propio 
de estas. 
En ese sentido, es indiscutible la necesidad que se puede plantear en torno al análisis 
de los aportes jurisprudenciales dados por la Corte Constitucional, respecto a la consulta 
previa para los pueblos indígenas y tribales, bajo las prerrogativas de reglamentación, 
protección, vigilancia y efectividad de la misma. Por lo tanto, la pregunta problema pertinente 
para este estudio es ¿De qué manera se reconoce y conceptualiza el derecho a la consulta 
previa de los pueblos y comunidades indígenas y tribales en la jurisprudencia de la corte 
constitucional colombiana? 
Pregunta problema que se desarrolla de manera formal en la presente tesis de 
pregrado, mediante la estructura de tres (3) capítulos que esgrimen el contenido formal de 
los objetivos específicos. De tal manera el primer capítulo titulado “aspectos conceptuales y 
normativos que cimentan y estructuran la consulta previa para las comunidades indígenas y 
tribales” se encamina a describir la estructura en la que se encuentra inmersa la consulta 
previa en los postulados conceptuales, y  socio jurídicas, con las que los pueblos ancestrales 
han dado su aporte para lograr el resguardo constitucional de sus derechos como comunidad 
en los estamentos constitucionales de 1991 y en el convenio 169 de 1989 de la OIT.    
En el segundo capítulo titulado “Línea Jurisprudencial respecto a la comprensión y 
conceptualización del derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades indígenas 
y tribales”, se abordarán los lineamientos jurisprudenciales establecidos por el doctrinantes 
colombiano Diego López Medina (2011) en su libro “el derecho de los jueces”, entorno a 
marcar los esquemas reglamentarios que ha dispuesto la Corte para reconocer la consulta 




Finalmente, en el tercer y último capítulo titulado “Análisis estático de la línea 
jurisprudencial respecto a la comprensión y conceptualización del derecho a la consulta 
previa de los pueblos y comunidades indígenas y tribales” se esbozarán y clarificaran los 
aportes dados por la Corte Constitucional entorno al derecho a la consulta previa respecto a 
la comprensión y la conceptualización que se ha marcado con el trasegar de los años.  
ASPECTOS PRELIMINARES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El presente apartado esquematizara en brevedad el objeto de investigación, y 
profundizará en el marco jurisprudencial que ha dictado la Corte Constitucional por medio 
de sus providencias, respecto a la comprensión y conceptualización del derecho fundamental 
de la consulta previa que tienen las comunidades indígenas y tribales, estableciendo en 
primera medida como eje de estudio; los apartados jurisprudenciales emanados de la Corte 
Constitucional que en su desarrollo decisional comprenden y conceptualizan el derecho a las 
comunidades ancestrales del territorio colombiano a la consulta previa, también se resaltara, 
como eje secundario, los periodos comprendidos entre 1991 -posterior a la creación de la 
Corte Constitucional- desde la ratificación del convenio 169 de 1989 OIT sobre los pueblos 
indígenas y tribales en la ley 21 de 1991 hasta el año 2020, año en el que se profirió el último 
fallo jurisprudencial respecto a la consulta previa de las comunidades indígenas y tribales. 
Con ello se quiere establecer los lineamientos jurisprudenciales que enmarquen como 
primera medida la comprensión y conceptualización jurídica que se le ha dado al derecho a 
la consulta previa y como este ha sido incorporado y resguardado en el Estado Colombiano, 





JUSTIFICACIÓN ACADEMICA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 El derecho a la consulta previa de las comunidades indígenas y tribales, se instituye 
por medios convencionales, legales y jurisprudenciales en el Estado colombiano, con la 
vivida necesidad de la nación, por integrar en los estamentos jurídicos, los convenios 
internacionales que se dirigen a salvaguardar los derechos de los grupos étnicos, junto a ello, 
por incorporar instrumentos que permitiesen legitimar al Estado en la correcta protección de 
las comunidades ancestrales, y, a la participación activa de las comunidades indígenas 
tribales en los asuntos económicos, jurídicos, sociales y ambientales que puedan afectarlos 
directamente por medio de la consulta previa; por ende, resulta oportuno, hacer un debido 
análisis jurídico profundo, respecto a la recepción hecha por la Corte Constitucional respecto 
a dichos temas, y junto a ello, a como la corporación constitucional por medio de los 
pronunciamientos jurisprudenciales comprende y conceptualiza el derecho a la consulta 
previa de las comunidades indígenas y tribales en Colombia, desde la incorporación 
convencional de la consulta en los estamentos jurídicos del Estado Colombiano, entre tanto, 
han permitido la ampliación de la aplicación material y formal dándole una connotación 
trascendente para el derecho constitucional (Martinez, 2017).  
 El tema de investigación en comento, se justifica en la evidente necesidad de analizar 
la recepción hecha por la Corte respecto al derecho de consulta previa, también las 
generalidades, comprensiones y conceptualizaciones que han nacido para el ordenamiento 
jurídico con la ratificó con el convenio 169 de la OIT, desde la perspectiva jurisprudencial. 
 La tesis, por lo tanto, presta utilidad a la institución educativa, en cuanto puede 




parte de la Corte Constitucional, desde sus orígenes convencionales en Colombia hasta la 
fecha, así, como el análisis jurídico estructural de las sentencias más relevantes sobre el tema 
según los preceptos teóricos de López Medina, aspectos que al ser examinados, darán 
claridad sobre el trasegar jurisprudencial que se ha desarrollado referente al derecho de las 
comunidades indígenas y tribales a hacer una consulta previa. Dando como posible 
conclusión aspectos relevantes entorno a la comprensión, conceptualización, reglamentación 
y regulación de la consulta previa.  
 Cabe mencionar que en Colombia la ley 1437 de 2011 (CPACA) dispone desde el 
ámbito procesal, una de las causales de nulidad de las decisiones de ente administrativo, toda 
vez que, no se sigan los lineamientos estructurales y procesales que requiere una consulta 
previa, antes de adoptar algún tipo medida administrativa si es requerida por la comunidad 
indígena y tribales que se siente afectada. 
Es evidente la falta de reglamentación sobre la consulta previa por el ente legislativo 
en el país, y, esto ha llevado a que sea vista más que como un derecho fundamental que 
protege a las comunidades más vulnerables y su esencia, a ser visto como un mecanismo de 
presión contra entidades privadas o gobiernos municipales y departamentales que busquen 
desarrollar proyectos que lleguen a atentar de primera mano contra un resguardo indígena o 
tribal en Colombia (Ayala, 2018). 
Esbozando lo anterior, la pregunta problema que desarrolla la presente tesis es: 
¿De qué manera se reconoce y conceptualiza el derecho a la consulta previa de los 





Cuyo objetivo general es: Analizar la jurisprudencia emanada de la Corte 
Constitucional respecto a la comprensión y conceptualización del derecho a la consulta 
previa que tienen los pueblos y comunidades indígenas y tribales. 
 Aspecto que a su vez busca desarrollarse por medio de los siguientes objetivos 
específicos:  
 Establecer los aspectos conceptuales y normativos que cimentan y estructuran la 
consulta previa para las comunidades indígenas y tribales. 
 Estructurar los lineamientos jurisprudenciales, desde la comprensión y 
conceptualización del derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales.  
 Analizar la estructura estática de la línea jurisprudencial del derecho a la consulta 
previa de los pueblos y comunidades indígenas y tribales. 
ENFOQUE METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación realizada para tesis de grado, se presenta con una metodología 
propuesta por los autores Hernandez, Ortega, Gómez & Franco (2017) en el libro de 
Metodología de la Investigación Jurídica, sustentada ella en 4 puntos cruciales 
 
1. La tesisi tienen dentro de su propuesta, un aspecto teórico, ya que todo el apartado 
que se describe tiene una intensión de resolver el problema jurídico desde el análisis 




2. La investigación tendrá un ánimo analítico descriptiva, toda vez que se analizaran 
situaciones fácticas concretas, propuestas por la corte constitucional, sin atender con 
ello a experimentos, u otras herramientas necesarias para describir y analizar.  
3. La tesis busca estipular un criterio descriptiva y explicativa, ya que lo que se quiere 
es explicar por medios teóricos si la consulta previa es atendida por la corte 
constitucional desde requerimientos puntuales en sus apartados jurisprudenciales. 
4. Conforme al tratamiento y análisis de la información a emplear, esta investigación 
tiene un criterio cualitativo, ya que se analizarán preceptos desde la comprensión y 
apropiación de pre saberes, ya descritos, con una valoración teórica, sin implicaciones 
cuantitativas.  
DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El diseño previsto para la investigación, es el empleado por Diego López Medina 
(2012) en su libro el derecho de los jueces, esencialmente la línea jurisprudencial, puesto 
que, se tendrá como eje fundamental un análisis total de 8 sentencias de la Corte 
Constitucional, con su respectivo salvamento de voto, con miras a desarrollar el actual estado 
del concepto y apropiación de consulta previa de las comunidades indígenas y tribales.  
A su vez, se enmarca que el modelo de análisis jurisprudencial para cada una de estas 
sentencias, es el usado por la Universidad Externado de Colombia, dado que, permite rescatar 
la ratio decidendi, con mayor facilidad y determinar de forma adecuada los factores facticos 





ASPECTOS TEORICO METODOLÓGICOS DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación, se desarrolla bajo los parámetros estructurales planteados 
por López Medina, para el desarrollo y estructuración de una línea jurisprudencial. Por ende, 
se estudia de primera mano el capítulo V de su obra, “el derecho de los jueces” y con ello 
marcar el paso a paso que se llevara para el desarrollo de la línea jurisprudencial.  
El autor, define que una línea jurisprudencial es una herramienta jurídica necesaria 
para lograr identificar las subreglas vigentes en el ordenamiento jurídico colombiano, desde 
un análisis temporal y estructural de varias sentencias que se relacionan entre sí (López, M. 
2002).  
Con esta herramienta jurídica, lo que se busca es no analizar las sentencias de forma 
aislada, sino que se busca con la determinación de la subregla jurisprudencial, crear y 
construir los parámetros del derecho jurisprudencia. Por ello, la escogencia de las sentencias 
que integraran la línea jurisprudencial deben ser escogidas de manera sistemática y 
estructurada, donde se presente una comprensión y apropiación de aspectos relevantes en el 
lenguaje normativo. 
En los patrones que se desarrollaran en medio de la estructuración de la línea, se 
quiere establecer relaciones entre varios pronunciamientos los cuales, según su incidencia e 
importancia, López Medica (2002) las cataloga como sentencias importantes (hito) las cuales 
se dividen en fundadoras de línea, consolidadoras de línea, modificadoras, 
reconceptualizadoras y dominantes. Estos son casos que han tenido consecuencias 
conceptuales profundas y duraderas; y las sentencias no importantes, las cuales, para el autor, 
se dividen en las que son meramente confirmadoras del principio, las argumentativamente 




Las diferentes herramientas descritas por López Medina en su obra, para el desarrollo 
de la línea jurisprudencial, se inicia con una búsqueda de las sentencias y la identificación de 
diferentes puntos arquimedicos de apoyo, donde el eje central de búsqueda será la 
conceptualización y comprensión del derecho de consulta previa de las comunidades 
indígenas y tribales y con ello, formar un nicho citacional, identificando allí todas las 
sentencias relevantes sobre el tema y con ello presentar otras gráficas, como lo es la telaraña 
jurisprudencial, donde se identificarán puntos nodales, sentencias hito y fundacionales que 
comprenderán la línea más adelante. Estas graficas previas de la línea, ayudan a desarrollar 
de forma más dinámica la metodología presentada, y con ello determinar la magnitud y peso 
estructural dentro de la línea, así como las posibilidades de argumentación que deja la línea 
hacia el futuro. 
La intensión que desarrollo la línea jurisprudencia, es la de crear una idea abstracta, 
que, para la comprensión, se desarrolla en gráficos, donde se plasman un problema jurídico 
bajo el cual se abre un espacio abierto, con todas las respuestas posibles a la respuesta. Es 
una estrategia para graficar las soluciones que ha dado la jurisprudencial al problema y 
reconocer si existe un “patrón decisional”. La línea es por tanto bipolar (López, M 2002).   
En el texto base, por el cual se guía el trabajo de la línea jurisprudencial, en el grafico 
se permite identificar la solidez de la línea jurisprudencial, en cuanto hay reiteración en el 
balance constitucional, dotando así de un plus en la obediencia vinculatoria. Aunque no 
generalizado, pueden existir líneas sólidas. También existen otras menos sólidas, pero 























Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia. 
CAPITULO I 
ASPECTOS CONCEPTUALES Y NORMATIVOS QUE CIMENTAN Y 
ESTRUCTURAN LA CONSULTA PREVIA PARA LAS COMUNIDADES 
INDÍGENAS Y TRIBALES.  
 
Para abordar el capítulo, que describirá los postulados conceptuales y jurídicos, que 
han sido pilares estructurales en la consulta previa, como un derecho fundamental de las 




objeto de estudio, sobre las comunidades étnicas, y el acercamiento  desde el apartado 
constitucional, enseguida a ello, se expondrá con mayor precisión, ciertos aspectos relevantes 
del convenio 169 de la OIT, respecto a la consulta previa para los pueblos indígenas y tribales 
como mecanismo de protección de derechos, por último, se describirán los aportes legales y 
procesales más relevantes que se han dado en Colombia, posterior a la ratificación del 
convenio de la OIT en 1991.  
1. Comunidades indígenas, connotación social y los abonados constitucionales: El 
derecho a ser reconocidas 
En principio, comunidades indígenas, es la denominación que se le ha dado a una 
población en todo el mundo, que para el (2020), el banco mundial ha aproximado que hay 
476 millones de personas, divididas en el territorio de noventa países por todo el mundo, 
quienes según su tradición cultural y social han tenido un vínculo ancestral con el territorio 
en el que viven y con los recursos naturales de los que dependen y buscan subsistir.  
Estas comunidades ancestrales, han sido los galantes protectores de las riquezas 
naturales y gran parte de la biodiversidad en todo el mundo; estas acciones hechas han 
logrado que sean poseedores y protectores de una cuarta parte del mundo. En relación a la 
propiedad de estas tierras, ha sido muy difícil otorgarles a los pueblos ancestrales un 
reconocimiento formal sobre estas, y sobre los recursos que han resguardado por siglos, 
abonado a ello, no cuentan con los suficientes apoyos Estatales y de inversión que ayuden a 
generar un progreso social eficiente. (BIRF AIF, 2020) 
En Colombia, con la entrada en vigencia de la carta constitucional de 1991, la 




derecho. Estructura que se cimienta sobre los pilares de solidaridad y dignidad humana, esto 
hizo que se creara una necesidad inmutable, de fortalecer la defensa de los derechos 
fundamentales de todas las personas que habitan en el territorio colombiano, dotándolas así 
de mecanismos y herramientas jurídicas para la salvaguardar estos derechos (OIT, 2013). 
Antes de la promulgación de la constitución política en 1991, el papel que 
desempeñaban las comunidades indígenas y tribales en el país, no era de relevancia o 
incidencia en temas económicos, políticos o sociales, deviniente del trato segregado que se 
le ha dado a una población que no llega a representar más del 2% (Semper, F. 2006) de la 
población del país. Por ende, uno de los paradigmas que logro romper la Asamblea 
Constituyente de 1991, y además de contar con la intervención de algunos representantes 
indígenas; entorno a la participación ciudadana, era dotar a las comunidades indígenas y 
tribales con ciertos derechos formales que designaran su participación política y social en el 
Estado colombiano. Así las cosas, la nueva constitución política, reconoció una serie de 
derechos que giraban en torno a proteger la diversidad étnica y cultural como obligación del 
Estado, esto consagrado en el Art 7, Art8 constitucional, igualmente a la protección a su 
formación cultural y lingüística, al reconocimiento de sus territorios como patrimonio 
inalienable e inembargables, según el artículo 10 y el artículo 63, también a la prelación de 
decisión en los asentamientos territoriales sobre la explotación de recursos, dicho en el 
artículo 72, y,   conjuntamente se otorgan una serie de derechos políticos de carácter nacional 
a las comunidades culturales en Colombia con el articulo 176 superior, y, dotan de autonomía 
jurisdiccional y autonomía política, económica, social y cultural a los territorios étnicos de 




Estas incorporaciones constitucionales que tienen como base convencional, el 
convenio 169 de la OIT, hicieron ver que Colombia es un Estado multiétnico y pluricultural, 
contando así con ciertas obligaciones para con las comunidades que antes no tenían ninguna 
incidencia en las decisiones de índole social, política o económica que pudieran afectarlos 
(Londoño, B 2002). 
Con la incorporación de la constitución de 1991 al ordenamiento jurídico colombiano, 
se dispuso de ciertos criterios puntuales para vislumbrar la participación y el pluralismo, la 
diversidad y la igualdad, como pilares constitucionales, que desarrollan no solo el concepto, 
sino la estructura en general de las comunidades indígenas en Colombia, junto a ello, es 
importante dimensionar que la corte más adelante, tendrá en cuenta dichos pilares y 
principios para delimitar el espectro jurisprudencial en el sistema democrático colombiano 
(Lozano, Caballero, Cruz, Lascarro, 2021). 
En Colombia, en el año de 1993 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
comienza a esgrimir sobre la situación de una cierta cantidad de derechos constitucionales, 
que se pregonan en el territorio colombiano, entre ellos los derechos otorgados a las 
comunidades indígenas y tribales. En el segundo reporte emitido por dicha comisión, (1993) 
estima que, la cifra de indígenas en el país es de cerca a los 600.000, quienes se encontraban 
organizados en 81 grupos étnicos, estos habitaban casi el 25% del territorio nacional, cifra 
que se acrecentó a lo largo de los años, gracias a la inclusión activa de los pueblos ancestrales 




Pregonando una comparación con las cifras que se han reportado oficialmente, para 
el año 2005, en el censo nacional se reportaron que en Colombia había un aproximado de 1,4 
millones de indígenas divididos en 93 comunidades reconocidas por el Plan Nacional de 
Desarrollo (DANE, 2007). Y para el año 2018, se muestra un incremento del 36,8% de 
población indígena y tribal que se respalda con las cifras del censo nacional realizado por el 
DANE (2018) en el que se censaron a 1’905.617 indígenas en todo el territorio colombiano, 
dividido en 115 comunidades nativas que se encuentran a lo largo y ancho del país. 
La Corte Constitucional ha expresado en sus providencias (Corte Constitucional, 
sentencia de Tutela 606, 2001) que, los datos sobre la realidad social, económica y política 
de los pueblos indígenas y tribales, son de relevancia para la actuación del Estado; son sujetos 
de especial protección, que cuentan con ciertos derechos de índole constitucional, dotados de 
herramientas para que puedan con ellas ejercer y reclamar derechos fundamentales en caso 
de ser troncados por algún agente.  
Como se puede observar, las comunidades indígenas y tribales  tienen una importante 
connotación, cultural e histórica sobre los territorios en gran parte del mundo, por ende, se 
han presentado esfuerzos jurídicos, que han sido de incidencia, para acrecentar el valor de 
las comunidades étnicas, y con ello, poco a poco, ir dejando la connotación de población 
vulnerable, y que estas sean reconocidas como una parte esencial del patrimonio cultural y 




1.1. La gobernanza y autoridad de las comunidades indígenas en el territorio 
Los estamentos constitucionales que se han desarrollado en Colombia a partir de 1991, 
han permitido dotar a las comunidades ancestrales de autoridad, y de crear y establecer 
estamentos gubernamentales que se guían según sus propias normas y procedimientos.  
Los dotes dados por la constitución a los resguardos ancestrales, según la constitución 
comienzan con el reconocimiento y protección de estas como sujetos colectivos diversos en 
aspectos étnicos y culturales de la Nación colombiana (Art 7 Constitución política, 1991) 
junto a ello, se desglosan otros derechos fundamentales que recogen aspectos de su identidad, 
como lo es el reconocimiento a las lenguas y dialectos propios de cada comunidad, a sus 
tierras comunales como propias, inalienables, imprescriptibles e inembargables (Art 63 
Constitución política, 1991) aunque los apartados constitucionales, dimensionen la 
autonomía de los pueblos indígenas y tribales, no se desconoce que son miembros activos, 
relevantes y participes del Estado, quienes cuentan con la facultad de crear autoridades que 
establezcan su propia normatividad, quienes según el artículo 246 de la Constitución Política 
(1991) “podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de 
conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la 
Constitución y leyes”. Es de resaltar que, el trabajo jurisdiccional de las comunidades 
indígenas, funciona en coordinación con el sistema judicial nacional. 
Haciendo ver con ello, que su estructura jurisdiccional, que se compone de 
instituciones autónomas y una propia forma de gobernanza interaccionan con las diferentes 
estructuras de gobierno, con el fin de estructurar y desarrollar con las políticas públicas 




comunidades indígenas, que atiende conjuntamente a la autonomía de estas, implica el 
reconocimiento de las mismas visto desde diferentes cosmovisiones, valores y tradiciones 
culturales que definen y caracterizan a los pueblos ancestrales en un territorio (Territorio 
indígena y gobernanza, 2020). 
Es importante dejar en claro, que el concepto de la gobernanza, ha tomado un espacio 
protagónico en la academia, la investigación y en los asuntos de prácticas públicas, como lo 
define María Victoria Whittingham (2010) este término, ha sido apropiado en el último siglo 
para ser establecido como sinónimo de gobernabilidad, buen gobierno, que son similares, 
pero no equivalentes. Una de las conceptualizaciones más puntuales sobre la gobernanza son 
las relaciones funcionales y de cooperación que buscan las organizaciones sociales que se 
den entre el sector privado y el Estado para contribuir al desarrollo social de los territorios. 
 Respecto a las autoridades propias que tienen las comunidades ancestrales en el país, 
están conformadas con consejos comunitarios, los cuales están reglamentados y 
estructurados según las costumbres que marcan y caracterizan a cada comunidad, quienes 
cuentan con la tarea de por medio de su gestión, desarrollar normas que prioricen su 
desarrollo y estabilidad cultural y social, por medio de tareas como lo son, el idea diferentes 
estrategias políticas, también establecer directrices que se vislumbren entorno a mejorar y 
desarrollar parámetros económicos y sociales; por medio de las organizaciones estatales y 
los órganos administrativos locales y departamentales (Constitución política de Colombia, 




 Dentro del ordenamiento jurídico colombiano, se han establecido unas reglas y 
normas que desarrollan y efectivizan estos derechos adquiridos para las comunidades 
indígenas, como lo ha hecho el decreto 2164 de 1995, en el cual se establece unos 
lineamientos base por los cuales, los resguardos indígenas serán manejados y administrados.  
 El desarrollo normativo que hace el decreto 2164 de 1995, tiene como primera 
intensión la conceptualización que se le atribuye por parte de las comunidades a las 
autoridades tradicionales y a los cabildos indígenas.  
Los primeros según los parámetros establecidos en el decreto 2164 de 1995, se entiende que 
dichas autoridades tradicionales están estructuradas por los miembros de las comunidades 
que tienen una representación en el poder de gobierno, de gestión y control social, y junto a 
ello, el mismo decreto establece que los cabildos se exponen como una entidad integrada por 
varias comunidades indígenas, que buscan una organización especial para que desde los 
parámetros democráticos del Estado se organicen las comunidades desde el punto de vista 
sociopolítico de forma autónoma e independiente (decreto 2164, 1995). 
Las estipulaciones legales, y la doctrina ha visto que la estructura de los resguardos y 
agrupaciones indígenas dentro del territorio, no atienden a unidades gubernamentales; la 
investigadora Biviany Rojas (2020), en su informe “comunidades indígenas, esenciales para 
el futuro de la Amazonía” expresa que, dentro de algunos resguardos los cuales son muy 
grandes y tienes subdivisiones internas en su estructura de gobernanza, pueden existen varias 
autoridades indígenas. Como se evidencia en las comunidades de especial protección del 




asociaciones de autoridades indígenas -AATIs- las cuales, se comprenden como entidades 
públicas organizativas y políticas que se desarrollan bajo las prerrogativas del artículo 56 
transitorio constitucional, la cual fue reglamentada posteriormente bajo los estamentos 
estipulados en el decreto 1088 de 1993, norma que se expide con la intensión de regular las 
diferentes estructuras administrativas. 
1.2.El territorio como factor determinante en la estructuración de las comunidades 
indígenas. 
Las comunidades indígenas, al largo de los años, han adquirido una cuarta parte del 
mundo como territorio, dejado de ver como objetos de la naturaleza, a tener una repercusión 
más significativa entorno al resguardo que se le ha dado. El interés que han causado sobre el 
territorio, se ve desde dos vertientes, una es el interés de las comunidades indígenas que 
radica en una protección ancestral y cultural, y, por otra parte, se encuentra el interés nacional 
o internacional, que le da la importancia al territorio, según las riquezas que pueda ofrecer. 
Esta distinción la marca con claridad Libardo Herreño (2004) al dar a entender que, las 
comunidades indígenas han hecho un proceso de reafirmación soberana sobre un territorio, 
en consecuencia, ha tenido una construcción social significativa para su identidad y su 
desarrollo. 
Pero antes, se debe conceptualizar y dar claridad sobre que es el territorio, y por eso, es 
necesario tener presente el concepto que se le da a la tierra como un derecho, y una parte del 
medio ambiente. Las comunidades indígenas se han referido a la tierra como un bien común 
que se liga con la etnia que la trabaja y se nutre de ella (Berraondo, 2006). Siendo este, un 
factor determinante en las culturas ancestrales del país. Raffestin (1993) vincula los conceptos 




fracción de tierra, y al territorio, con el acontecer social y colectivo de apropiarse y utilizar 
ese espacio. Haciendo una aproximación sociológica, se entiende que un espacio-territorio, 
es una representación de unas raíces históricas, una identidad y una construcción social que 
busca satisfacer unas necesidades comunes de los actores locales (Brunet, 1990).  
Lo anterior, representa a las comunidades indígenas, enfáticamente a la apropiación 
armónica de un espacio, y como en él, se ha construido una identidad social y un desarrollo 
multidimensional, a través de la cultura, la interacción social, las normas, el desarrollo y las 
actividades sociales.   
1.3.Autonomía en la estructura de las comunidades indígenas. 
La autonomía de los pueblos indígenas, se basa en la capacidad que tiene cierto grupo 
de individuos para poder organizarse social, política, económicamente de forma propia, 
pudiendo así designar las reglas y normas que rigen dentro de tu territorio, así como de 
escoger sus propias autoridades y junto a ello, poder manejar el ámbito cultural, económico 
de su comunidad, esta autonomía dada por la constitución para las comunidades indígenas 
que se encuentran en el territorio colombiano (Rojas, Sánchez,  Sánchez, 1993). 
Con esta base normativa que establece la carta magna de 1991, a las comunidades 
indígenas se les aplica con especificidad, lo dispuesto en el art 329 constitucional, articulo 
que específica y dispone que su autonomía se sujeta a lo dispuesto en la ley orgánica de 
ordenamiento territorial, y, hace claridad en que estos territorios no son enajenables, o 
embargables, y, cuentan con una propiedad colectiva, concatenadamente a ello, la norma 
constitucional ha dispuesto en su artículo 330 las funciones que tendrán que cumplir los 




La Corte Constitucional ha sido enfática, al referirse a la autonomía administrativa, 
financiera, fiscal política y jurídica de los resguardos indígenas (Corte Constitucional, 
sentencia de Tutela 254, 1994). Estos, como aspectos comparables a la autonomía que la 
constitución le da a los municipios y departamentos del país. Disposiciones que no solo tienen 
un amparo constitucional, sino convencional, ello visto en la ley 21 de 1991, particularmente 
en el artículo séptimo en su primer parágrafo, establece que los resguardos indígenas son 
autónomos para poder constituir las prioridades de su comunidad.  
1.4.El derecho a la consulta previa en el convenio 169 de la OIT: Hacia una inclusión 
social 
El trasegar del tiempo ha mostrado que, América Latina ha tenido una deuda social 
para con las comunidades indígenas y tribales, por los hechos de discriminación, abandono, 
y deficiente inclusión social, reflejado ello en la situación de pobreza, alejamiento estatal y 
precario desarrollo social, económico y político en el que han vivido las comunidades 
ancestrales a lo largo de la historia (OIT, 2011).   
Para abordar los aportes teóricos y jurídicos de la consulta para las comunidades 
indígenas como derecho fundamental y como herramienta jurídica, en primera medida, es 
indiscutible hacer precisión en que, los preceptos conceptuales de esta figura,  se ciñen a la 
normatividad internacional que emana del convenio 169 de la OIT; convenio que nace en 
busca de un resarcimiento social para con las colectividades étnicas de todo el mundo, por 
parte de la comunidad internacional; se busca en primera medida superar la discriminación y 




El cuerpo normativo de este texto convencional, integra de primera mano, una serie 
de derechos fundamentales e indiscutibles que se les otorgan a las comunidades indígenas y 
tribales en todo el mundo, seguido por algunas medidas legislativas y administrativas, que 
directamente tratan sobre la participación y la consulta para las comunidades. Dichas medidas 
se direccionan por los lineamientos de consulta y participación en los procesos de desarrollo 
social, estos aspectos son tenidos en cuenta como pilares esenciales del convenio que ha sido 
ratificado por más de 22 países en todo el mundo, entre ellos, 14 países pertenecen a 
Latinoamérica, en Colombia, dicha disposición fue ratificada por Colombia según la Ley 21 
de 1991 (OIT, 2011) 
Los preceptos de la consulta y la participación, no solo son los pilares estructurales 
del convenio 169, sino que se integran en todos los convenios creados por la OIT, ya que 
estos son los derechos idóneos, por lo tanto, una comunidad puede participar plenamente de 
las decisiones que le afecten de forma directa (OIT, 2013), es de abonar que la consulta y la 
participación son los ejes de la comunicación entre las comunidades indígenas y tribales, y 
los gobiernos locales, departamentales y nacionales, en los que, se pueden conocer las más 
grandes necesidades, y las afectaciones directas, que se pueden provocar hacia un territorio 
cultural de especial protección. El convenio 169 específicamente en el artículo 6, numeral 1 
entabla la obligatoriedad de la consulta por parte de los entes gubernamentales hacia las 
comunidades indígenas tribales, siempre que hallan medidas legislativas o administrativas 
que puedan afectar directamente su bienestar.  
Los parámetros estructurales y procedimentales, que tiene que cumplir la consulta 




esgrimaron mediante lo expresado por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios 
y Recomendaciones (CEACR, 2013) respecto a los desafíos que se enfrentan con la consulta, 
son; tener una serie de garantías, frente a las consultas que se deban realizar cuando un acto 
legislativo o administrativo pueda llegar a afectar de forma directa a alguna comunidad 
ancestral y junto a ello, es necesario hacer claridad, en los actos legislativos o administrativos 
sobre el requerimiento de la consulta previa para poder explotar algún recurso que se 
encuentre en resguardo de las comunidades tribales e indígenas. La consulta previa, se tienen 
que cumplir ciertos requerimientos, que se han nominado por parte de la CEACR. En el año 
2010 dicha comisión, realizo una observación general sobre el convenio 169, a fin de que las 
consultas sean realizadas a favor de las comunidades indígenas y tribales de manera formal, 
cumpliendo los parámetros que cada Estado designo para realizarla, haciendo claridad que la 
consulta previa no es solo un requisito obligatorio para otorgar una concesión, sino que al 
igual es un acto de buena fe, que busca producir un dialogo que permita encontrar el respeto 
al territorio y a la propiedad de las comunidades sobre lo que han construido, también el 
mismo CEACR (2011) estableció que la consulta previa se establezca como un mecanismo 
nacional, con la debida salvaguarda constitucional. 
Como primer aporte, el preámbulo convencional, reconoce el anhelo de los 
resguardos indígenas y tribales que buscan adjudicarse el control sobre los asuntos que llegan 
a ser de incidencia para ellos. Con ello se entiende que no solo es dotar a los pueblos 
indígenas y tribales de participación en ciertas decisiones que le atañen, sino que 
consensualmente reconoce sus derechos sobre la tierra y los recursos naturales, junto a ello 




que los pueblos indígenas y tribales tengan trabajos dignos, la formación académica y 
profesional, la inclusión en el sistema de seguridad social, la garantía de poder tener un 
servicio a la salud digno y otros derechos culturales que se enmarcan en el cuerpo de la norma 
(OIT, 2013).  
1.4.1. Consulta previa y la CIDH 
Los antecedentes con mayor relevancia en el ámbito internacional, para lo concerniente 
a la consulta previa, son las sentencias hito que ha expedido la CIDH, específicamente, en el 
caso de las comunidades indígenas Yakye Axa y Sawhoyamaxa, las dos contra el Estado de 
Paraguay, en ellas se hizo un análisis entorno a la propiedad de las tierras, por cuanto eran 
una parte de la identidad cultural y social de las comunidades, por ende el Estado se obligó a 
resarcir el daño causado reintegrando a las comunidades indígenas sus tierras, al no haber 
respetado sus tradiciones ancestrales que tenían una identidad y una propiedad en ese 
espacio-territorio (CIDH, sentencia caso serie C, núm. 146 de 29 de marzo de 2006). 
Conjuntamente, la CIDH en su tarea de observancia y defensa de derechos humanos, trató 
y analizó la situación de los doce clanes Saramaka vs. Surinam, allí, se mencionan los temas 
de territorios, propiedad, información en el proceso de consulta y el reconocimiento de su 
comunidad como un ente jurídico, creando estándares importantes entorno al derecho de 
consulta y participación de las comunidades, siendo referente para otras organizaciones 
internacionales (Quintana K, Flores R, 2017).  
1.4.2. Marco jurídico de la consulta previa en Colombia  
En primer orden, tenemos como disposición legal suprema a la Constitución Política 




para las comunidades indígenas y tribales en todo el territorio colombiano, como ya hemos 
hecho mención anteriormente. Junto a ello, se encuentra el convenio 169 de la OIT, ratificado 
por el Estado Colombiano en la ley 21 de 1991, acogiendo así las normas dispuestas por la 
OIT para con las comunidades indígenas y tribales del país. 
Con posterioridad se integra al ordenamiento jurídico colombiano, la ley 70 de 1993, 
la cual desarrolla transitoriamente el art 55 de la Constitución Política de Colombia, que 
reconoce a las comunidades negras determinados derechos colectivos sobre el territorio del 
Pacifico y establece mecanismos para proteger su identidad cultural como un grupo étnico 
del país; en el mismo año entra en vigencia el art 76 de la ley 99 de 1993, el cual predica que 
la explotación de recursos naturales se hará sin menoscabar la integridad cultural, social de 
las comunidades étnicas que subsisten de los recursos naturales que se explotaran, y solo se 
podrá hacer, con previa consulta a los representantes de dichas comunidades.  
Más adelante con la ley 165 de 1994, reconoce en su articulado la estrecha relación 
existente entre las comunidades ancestrales y la diversidad biológica por medio de los valores 
ecológicos, posteriormente, con la inclusión del CPACA en el ordenamiento jurídico 
colombiano, su artículo 46 ordena la obligatoriedad de la consulta previa, para todo ente 
administrativo cuando así se requiera en los términos señalados en la norma respectiva. 
Igualmente, otras disposiciones legales existentes como el decreto 1320 de 1998, reglamenta 
la consulta previa, entorno a la explotación de recursos naturales en los territorios protegidos, 
y plantea como objetivo de esta, el analizar el impacto que se puede generar a una comunidad 
desde el punto de vista económico, social, cultural y ambiental con la explotación de ciertos 




Otra de las directrices normativas que destacan en el territorio colombiano, entorno a 
la consulta previa es la directiva presidencial 01 de 2010, en la que prevalecen los parámetros 
de responsabilidad y obligatorio cumplimiento para las entidades administrativas 
descentralizadas, con el fin de buscar garantizar el derecho a la consulta previa de las 
comunidades étnicas del país.  
Es un entredicho lo concerniente a la consulta previa en la ley 1437 de 2011 y demás 
normas citadas, ya que, aunque plantean la existencia y obligatoriedad de la consulta previa, 
y, hacen una remisión normativa, no hay una pauta legislativa específica en el ordenamiento 
jurídico colombiano que designe el procedimiento de la consulta previa para las comunidades 
indígenas y tribales, cuando las afectaciones son fuera de la explotación de recursos naturales. 
Por ende, dicha tarea fue atendida por la Corte Constitucional en sus providencias.  
Con posterioridad a dichas pautas, y ambigüedades jurídicas, se planea en el 2018 un 
proyecto de ley en el congreso de la república, entorno a la búsqueda de subsanar el vacío 
legislativo existente en el ordenamiento jurídico, en relación a la materialización del derecho 
a la consulta, debido al retroceso en su trámite legislativo y se siguieron con las ordenes 
jurisprudenciales ya emanadas.  
1.4.3. Aspectos procedimentales de la consulta previa en Colombia 
Ya planteados las generalidades teóricas y conceptuales de la consulta previa, y los 
vagos aspectos normativos según lo ordenado por el convenio 169, es importante describir 
las etapas procesales que se llevan a cabo durante la consulta previa, de modo que deben 
ceñirse de primera mano al principio de la buena fe, por tanto, corresponde a los Estados 




y, junto a ello tener una comunicación armónica y constante bajo las prerrogativas culturales 
que designan los pueblos que se verán afectados.  
El procedimiento que Colombia, adopta para darle tramite a la consulta previa, se 
encuentra instaurado en los lineamientos jurisprudenciales que marcado la Corte 
Constitucional; en los que establecen que hay etapas previas a la consulta, como lo es la  pre-
consulta, etapa que está a cargo de la entidad interesada en realizar algún proyecto con 
respecto a los grupos étnicos, a quien corresponde requerir a la Dirección de Consulta Previa 
del Ministerio del Interior la certificación que acredite que en la zona en la que se vaya a 
realizar una intervención este resguardada por un grupo étnico.  
Las demás etapas del procediendo como lo son la reunión de pre-acuerdo, la 
protocolización, el seguimiento y acompañamiento, los estudios de impacto y 
establecimiento de medidas, y la realización y garantía de la consulta previa están en cabeza 
del ente administrativo que conduzca la contratación. Con ello entendemos que la 
responsabilidad de la consulta es compartida, entre el ente administrativo quien es 
responsable de velar por la forma en que se lleva el proceso, y, los proponentes de cada 
proyecto, son responsables de ser participantes activos durante el proceso, para dar 
información pertinente, responder dudas y de tener un acercamiento activo con la comunidad 
a quien se busca consultar. 
Dichas etapas procedimentales han sido reguladas y reglamentadas por los 
parámetros jurisprudenciales, que ha adoptado la Corte Constitucional, en desarrollo de su 




del país. El trasegar jurisprudencial ha dado claridad a ciertos aspectos, relevantes para la 
aplicación de la consulta previa; como lo son, el agrupar a comunidades indígenas, 
comunidades ancestrales y los ROM, como pueblos a quienes acoge el derecho colectivo de 
la consulta previa, igualmente, la participación y colaboración colectiva, de diferentes entes 
administrativos, la representación de las comunidades y las entidades particulares, para que 
el trabajo articulado lleve a respetar los lineamientos culturales, ambientales y sociales de las 
















LINEA JURISPRUDENCIAL RESPECTO A LA COMPRENSIÓN Y 
CONCEPTUALIZACIÓN DEL DERECHO A LA CONSULTA PREVIA DE LOS 
PUEBLOS Y LAS COMUNIDADES INDÍGENAS Y TRIBALES.  
 
2. Análisis caso de línea jurisprudencial de acuerdo a escenarios 
jurisprudenciales.  
 
  En el transcurso investigativo de la tesis, se ha venido indicando, definiendo y 
analizando los diferentes interrogantes sobre los cuales se puede plantear nuevos aportes 
jurídicos que giren en torno a los derechos de participación con los que cuentan las 
comunidades indígenas, de tal manera que el momento de quiebre del escrito es el de evaluar 
la conceptualización, comprensión y apropiación que se le ha dado a la consulta previa, desde 
los escenarios jurisprudenciales emanados de la Corte Constitucional, toda vez que, la 
corporación constitucional es la que ha mostrado ser garante en definir, y conceptualizar los 
límites del derecho a la consulta de las comunidades indígenas, y con ello, ha mostrado el 
campo de aplicación como derecho autónomo y como derecho conexo con los demás 
derechos establecidos en la carta constitucional. 
Teniendo en cuenta dichos preceptos, se escogió como estudio de caso y con miras a darle 
respuesta fáctica a la pregunta de la investigación, el acudir a una metodología de línea 
jurisprudencia conforme a los pasos que establece Diego López Medina (2006), en aras de 
deducir como la Corte Constitucional ha conceptualizado y apropiado el derecho a la consulta 
previa de las comunidades indígenas desde la promulgación de la constitución de 1991, hasta 




dentro de la jurisdicción puesto que la metodología permite analizar el contexto y a su vez 
los salvamentos de votos, creando no solo la razón de un precedente judicial sino la doctrina 
misma del precedente.  
En la investigación se presentan en simultaneo ocurrencialmente, una multiplicidad de 
escenarios sobre un mismo tema de índole genera. Al respecto de lo anterior para la correcta 
realización de la línea jurisprudencial se seleccionaron los temas de la consulta previa como 
derecho fundamental y mecanismo de protección de derechos, y como subtema 
correspondiente a las comunidades étnicas, el derecho al desarrollo sostenible y 
medioambiental, así como la participación.  
Tabla 2. Escenario jurisprudencial de la consulta previa 
Consulta previa Comunidades Étnicas 
- Como derecho fundamental y 
mecanismo de protección de otros 
derechos 
- Desarrollo sostenible y medioambiente 
- En materia de medidas legislativas - Subsistencia e integridad, cultural, social y 
económica 
- En materia de consulta previa de 
proyectos de desarrollo 
- Autonomía y autodeterminación 
- En decisiones administrativas y 
ednoeducativas.  
- Soberanía y seguridad alimentaria 
 
 
- Justicia ambiental 
- Territorio  derechos de propiedad colectiva 
- Participación 
- Consentimiento previo 
Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia 
 
2.1.Problema jurídico  
 
López Medina (2006) señala que la metodología de la línea jurisprudencial que se 




jurídico que se encuentra de acuerdo y en concordancia con el patrón factico (los hechos de 
la jurisprudencia), para así llevar un esquema de intrínseca relación jurídica. Conforme a 
esto, se indica que el problema para la línea jurisprudencial si bien obedece a los lineamientos 
de la investigación este debe ser jurídico de manera tal permia resolver, identificar e 
interpretar la variedad de postulados y pronunciamientos que existen sobre un caso 
determinado que en este caso es la comprensión y conceptualización del derecho a la consulta 
previa para las comunidades indígenas en el territorio colombiano.   
De conformidad con la relación sistemática de las razones fácticas existentes en el 
espacio temporal, entorno a las jurisprudencias emanadas del tribunal constitucional, se 
planteó la siguiente pregunta problema, que será resuelta bajo parámetros doctrinales de 
López Medina (2006).  
¿La corte constitucional en la recepción y promulgación de sus apartados 
jurisprudenciales comprende y conceptualiza el derecho a la consulta previa de los pueblos 
y comunidades indígenas y tribales? 
Aspecto que a su vez se complementa con las preguntas jurídicas de cada una de las 
sentencias a analizar que a groso modo buscan en materia de control constitucional y de 
tutela, determinar en primer orden los parámetros conceptuales, receptivos y aplicativos de 
la consulta como derecho fundamental propio de las comunidades indígenas, y junto a ello, 
determinar la viabilidad de tutelar los derechos tutelados o declarar la constitucionalidad de 
las demandas de inconstitucionalidad presentadas ante la corporación. Para ello, las tesis que 





Atendiendo a dichos lineamientos teóricos, se tiene como tesis o escenarios a resolver 
partiendo de la pregunta problema planteada en el libelo introductorio las siguientes:   
 
 
Tabla 3. Tesis de linea jurisprudencial 
Tesis X 
 
La Corte Constitucional en la recepción y promulgación de sus apartados  
jurisprudenciales SÍ comprende y conceptualiza el derecho a la consulta previa de los 




La Corte Constitucional en la recepción y promulgación de sus apartados 
jurisprudenciales NO comprende y conceptualiza el derecho a la consulta previa de los 
pueblos y comunidades indígenas y tribales 
Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia. 
2.2.Telaraña jurisprudencial  
 
La revisión de los aportes jurisprudenciales de la Corte Constitucional, da como 
resultado, la profundización y esquematización de ocho sentencias constitucionales, de ahí 
que, se tiene el nicho o telaraña jurisprudencial de primer nivel, este se encuentra hecho de 







Grafico 1. Telaraña de primer nivel 
Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia  
A continuación, se establece una telaraña jurisprudencial de segundo nivel, en la que 
se encuentran los apartados jurisprudenciales que se han emitido por la Corte Constitucional 
en los periodos comprendidos entre 1997 y 2019, de todas las sentencias que abarcan el tema 




Tabla 4. Telaraña de Segundo nivel 
Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia. 
En la telaraña jurisprudencial de segundo nivel que se grafica anteriormente, se 
muestran la totalidad de sentencias que versan sobre la consulta previa para las comunidades 
indígenas y tribales, el desarrollo sostenible y la justicia ambiental.  
En este orden de ideas también es procedente indicar que la confirmación de cada 
sentencia, a saber: 






 Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia. 


































































































2.3.Análisis estáticos de la jurisprudencia constitucional 
 
Retomando el objeto de la investigación, López Medina (2013) indica en su 
Metodología, que el paso a seguir es evaluar la sustancia de los fallos seleccionados, 
mediante la exposición del análisis de precedentes que la corte ha utilizado desde 1999, de 
manera que permita dentro del contexto de la consulta previa identificar los elementos que 
conforman precedente judicial, así como, criterios auxiliares de doctrina y la ratio decidendi.  
El modelo empleado permite establecer las razones fácticas y a su vez distanciar 
concepciones meramente formales de las hermenéuticas, con miras a evitar inconsistencia 
dentro de la línea jurisprudencial. Al respecto se retoma lo dicho por Goodhart (1930) que 
establece que el fin mismo de este tipo de análisis es encontrar la Ratio decidendi, sin acudir 
a reglas que la expliquen, toda vez que se busca un acercamiento más concreto a la 
interpretación judicial de la corte y no el método como llego a esta decisión. Por lo tanto, los 
siguientes análisis estáticos de jurisprudencia obedecen a un esquema de ratio decidendi 
reconstructiva, en la medida que la ratio decidendi, se encamina a la construcción de un 








Tabla 5. Análisis sentencia No. 1 
No. Sentencia T-063  Fecha 15/02/2019 
Tipo de 
sentencia 
Tutela Radicado T-6.529.317 
Magistrado  
ponente 
Antonio José Lizarazo Ocampo Actores 
Comunidad 







Lo que se desarrolló por medio del programa propuesto llamado 
visión amazónica, se enfocó en promover modelos que ayudaran a 
desarrollar y a traer bienestar a la amazonia en Colombia, y con ello 
ayudar a mitigar los planes de deforestación y así tener una amazonia 
prospera.  
 
El fallo que dio la instancia, se direcciono a negar las pretensiones 
que habían encausado la comunidad indígena, en pro de resguardar 
ciertos derechos que devienen de la consulta previa, fundado en que 
las medidas adoptadas por las entidades que tienen a cargo el proyecto 
en el territorio indígena, genera afectaciones, las cuales no garantizan 
los derechos de las personas respecto a la participación activa de la 








¿la Corte Constitucional en la 
recepción y promulgación de sus 
apartados jurisprudenciales 
comprende y conceptualiza el 
derecho a la consulta previa de 
los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales? 





Lo que la corte tiene en cuenta para direccionar el fallo de tutela 
consagrado en la sentencia T 063 del 15 DE FEBRERO DE 2019, 
respecto a las conceptualizaciones y bases estructurales del derecho a 
la consulta previa es que: Se desarrollan en su apartado decisional  
una precisa conceptualización por parte de la sala, que se encarga de 
dejar en claro que la consulta previa procede bajo cualquier 




comunidad, sin importar la implicación positiva o negativa que esta 
tenga dentro del resguardo indígena. 
 
El alto tribunal, señala que, aunque se cumpla con el procedimiento 
de la consulta previa existen unos escenarios en los que no resulta 
efectivo el mecanismo, escenarios que deben ser analizados desde su 
estructura conceptual, dando así, vía a comprender puntualmente 
como se apropia el derecho de la consulta previa por las comunidades, 
comunidades que se consolidan según parámetros culturales, sociales, 
históricos, dejando entre dicho que no todas las comunidades que se 
pregonan vulnerables, cuentan con el mecanismo de la consulta para 




La decisión se encamina a revocar la sentencia del tribunal que 
fallo en primera instancia, y con ello conceder la consulta previa 
como derecho fundamental sobre los asuntos concernientes a la 
comunidad, limitando su actuar, ya que de igual forma negó la 
consulta para los asuntos forestales, agroambientales que no tenían 
que ver con el normal desarrollo de la comunidad. 
 
Tabla 6. Análisis sentencia No. 2 
No. Sentencia SU-123 Fecha 15/11/2018 
Tipo de 
sentencia 
Unificación Radicado T- 4.926.682 
Magistrado  
ponente 
Rodrigo Uprimny Yepes Actores 
Juvencio Nastacuas Pai, en 
representación de la 
Gobernación del Cabildo 
Indígena AWÁ LA 
CABAÑA contra el 




Haciendo una recopilación y exaltación puntual de los hechos que 
componen el apartado jurisprudencial, se encuentra que los 
aconteceres facticos que motivan el actuar de la Corte constitucional, 
son los siguientes.  
 
La comunidad indígena AWA, oriunda de los territorios que se 
encuentran en el putumayo, interpone acción constitucional contra las 
entidades estatales y privadas que vulneraron los derechos a la 




explotación de sus territorios, para la apropiación de hidrocarburos en 
las áreas de Quinde, Cohembí y Quillacinga.  
 
Trabajo que se desarrolló sin ningún estudio previo, o consulta hacia 
las comunidades indigenas, haciendo que se generara cierta 
inconformidad social, e incertidumbre por el desarrollo y la 
conservación de los aspectos culturales, sociales, ecológicos, 
económicos que se pueden ver afectados, por intervenciones 
indiscriminadas y sin ninguna guía constitucional para con las 




jurídico de la 
investigación 
 
¿la Corte Constitucional en 
la recepción y promulgación 
de sus apartados 
jurisprudenciales 
comprende y conceptualiza 
el derecho a la consulta 
previa de los pueblos y 
comunidades indígenas y 
tribales? 
 




Las motivaciones que dirigen a la corte a tomar dicha decisión, 
entorno al derecho de consulta previa, y donde se denotan aspectos 
conceptuales y de comprensión jurídica del tema, primero, es en los 
apartados normativos donde la Corte en su análisis y descripción del 
problema, estipula cuales son las afectaciones directas, por las cuales 
las comunidades indígenas pueden verse vulnerables y, por ende, 
constituir y ejercer el derecho de consulta previa.  
 
la Corte Constitucional en su ratio decidendi, hace claridad sobre los 
momentos en los que se dan las afectaciones de las comunidades, y 
ello es lo que se busca prever y prevenir con la consulta previa, en el 
caso concreto, ya se había terminado el proyecto sin antes hacer 
consulta previa, lo que ocasiono un daño irremediable, pero aun así la 
corte dispuso que se llevara el trámite de consulta previa para con la 
comunidad de forma general y transversal. Perdiendo asi el objetivo 
de la consulta.  
 
Ya puntualizando respecto a los casos en concreto, donde se puede 




indígena puede sufrir y por las cuales se puede constituir uno de los 
estamentos para ejercer la consulta previa.  
 
Al evaluar y considerar la flagrante vulneración de dichos aspectos a 
la comunidad Awá La cabaña, la corte concede el amparo y solvencia 
del derecho a la consulta previa y al ambiente sano de la comunidad. 
Dejando entre dicho, ciertos aspectos puntuales de la connotación 
conceptual, sobre un elemento indiscutible para la consolidación y 
ejercicio de dicho derecho, como lo es la afectación directa, resaltando 





El fallo de la corte, en su decisión se encamina a conceder el amparo 
de los derechos a la consulta previa, a las comunidades indígenas, para 
que, de forma transversal y puntual, se hagan los tramites respectivos 
en pro de salvaguardar dichos derechos que se pregonan vulnerados, 
junto a ello, ordena a las autoridades administrativas encargadas, para 






Carlos Bernal Pulido 
Aclaracion de 
voto 
La procedencia de la acción constitucional que busca amparar los 
derechos de las comunidades es improcedente en el ámbito que; ya 











En relación con este aspecto, el desacuerdo que el magistrado muestra 
en su salvamento de voto consiste en que; 
 
La acción impetrada por las partes es improcedente, debido a que ya 
se había causado el daño, y que debía ser por otros medios legales que 
se buscara resarcir el daño, ya que la acción de tutela no es el 
mecanismo idóneo para ello.  Y el derecho a consulta no se puede 








Tabla 7. Análisis sentencia No. 3 
No. Sentencia T-294 Fecha 22/05/2014 
Tipo de 
sentencia 
Tutela Radicado T-3560097 
Magistrado  
ponente 
María Victoria Calle Correa Actores 
Marcos Gregorio 
Villera, y otros 
contra la CAR de los 
Valles del Sinú y del 
San Jorge CVS, y 
otros 
Hechos 




La acción de tutela que examina la corte constitucional, respecto a la 
conceptualización y apropiación del derecho de consulta previa que 
tienen las comunidades indígenas, busco dejar en claro para las 
instancias judiciales que; las instancias menores, sobre el caso 
concreto se direccionaron a:  
 
(i)  Primera instancia, tuteló los derechos fundamentales al 
medio ambiente, dignidad humana y a la vida de los 
accionantes. Y con ello designo a que las entidades 
demandadas suspendieran la obra que se estaba llevando 
acabo, hasta que de común acuerdo con las comunidades 
no se disponga de alguna alternativa que permita 
minimizar y equilibrar los efectos generados por el 
relleno. 
  
(ii) Segunda instancia, revoca la decisión y deniega las 
pretensiones aludiendo a que: lo procedente era acudir a 
la acción popular, “máxime que este mecanismo de 
amparo colectivo es tan garantista como el instrumento 
judicial previsto en el artículo 86 superior, ya que tiene 
carácter preventivo en su naturaleza jurídica” (Corte 






¿la Corte Constitucional en la 
recepción y promulgación de sus 
apartados jurisprudenciales 
comprende y conceptualiza el 
derecho a la consulta previa de 
los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales? 
 







Dentro de los fundamentos que presenta la corte en su fallo de tutela, 
primero, como procedimiento requerido, examino las repercusiones 
de los rellenos sanitarios como dispositivos de saneamiento, y su 
impacto en la afectación a derechos fundamentales, por tanto, dice;  
 
 El aumento de los rellenos sanitarios es una necesidad 
 inherente al aumento desmedido de población, de manera 
 que se acoplen a la cantidad de habitantes y la cantidad de 
 residuos a la que se enfrenta, siendo este una obligación a 
 cargo del Estado visto desde el orden constitucional. Aun 
 siendo un servicio fundamental, no se desconoce el impacto 
 ambiental que genera, llegando a afectar derechos 
 fundamentales como el art 79 C.P. y otros (Corte 
 Constitucional sentencia T 294, 2014).  
 
Por ende, para tratar dicho problema, se tiene que implementar y 
asociar el concepto de justicia ambiental, su fundamento 
constitucional y los desarrollos jurisprudenciales previos en los que 
esta Corte.  
  
Segundo, la postura que la Corte Constitucional adopta respecto a la 
justicia ambiental como una necesidad en el ordenamiento jurídico, 
asiste a que ningún grupo específico de la sociedad tenga que 
sobrellevar y acarrear de gran manera con las consecuencias causadas 
por el daño ambiental, y con ello, corresponde a la justicia ambiental, 
ligarse con la participación comunitaria, ya que lo que busca es hacer 
partícipes activos a quienes pueden tener una afectación directa por 
las operaciones que atenten contra el medio ambiente (Corte 
Constitucional sentencia T 294, 2014).  
 
Ahondando en la decisión de la corte, y la cercanía que esta tiene con 
la pregunta planteada en la investigación, se puede exaltar el papel 
que desempeño diciendo que 
 
 La participación tiene un valor significativo, ya que está 
 encargada de dotar de conocimiento e información a la 
 comunidad, y con ello de prevenir y reparar algún daño 
 ambiental causado, y así poder repartir cargas ambientales 
 equilibradamente (Corte Constitucional sentencia T 294, 
 2014).   
 
La Corte resalta los atributos que se le dan a las comunidades 




habla sobre lo fundamental que son esas poblaciones para el cuidado 
del medio ambiente y el apoyo que tienen que brindar los estados para 
el desarrollo sostenible. 
 
Tercero, la Corte Constitucional estudia para su decisión el derecho 
fundamental de la consulta previa en relación con el desarrollo social 
que emana de ciertas obras y proyectos. Con ello, primero hace 
mención a la diversidad y autonomía que tienen las comunidades 
indígenas protegidas por el convenio 169 de 1989 de la OIT, y todos 
los derechos inherentes que nacen con ello, como lo son; la garantía 
de las condiciones de diversidad cultural, la autonomía sobre sus 
territorios entorno al desarrollo, igualdad y dignidad cultural e 
histórica, y la participación activa que tienen ellos sobre proyectos 
que puedan afectarlos directamente.  
 
La corporación, tiene en cuenta el fin de la consulta previa, que va 
más allá que un derecho y se transforma en una herramienta de 
equidad y participación, propias de la justicia ambiental.  
 
Por ello, es que, trae a colación las reglas jurisprudenciales que se 
llegaron a sintetizar por la Corte Constitucional, (sentencia T-129, 
2011), que pregona que todo acto o proyecto que se realice en el 
territorio de una comunidad tiene que ser consultado, según ciertas 
reglas procedimentales.  
 
En relación a la titularidad del derecho de consulta, la corte hace una 
remisión a los criterios convencionales que han nacido en el convenio 
169 de la OIT, así las cosas, el convenio dispone que, este se aplica a 
los pueblos o comunidades que cuentan con ciertas características 
sociales, económicas distintas a la generalidad nacional, quienes se 
rigen por sus costumbres y tradiciones, también a quienes tengan una 
descendencia de quienes habitaban el territorio en la época de la 
conquista y la colonización, que cuentan con sus propias instituciones 
jurídicas, sociales y económicas (Corte Constitucional sentencia T 
294, 2014).  
 
La identidad es uno de los aspectos fundantes para el reconocimiento 
de las comunidades indígenas y tribales como tales, ello se liga a sus 
costumbres, a su desarrollo individual y colectivo, junto a ello la 
forma en que se van desarrollando en sociedad, aspecto que ha sido 
tenido en cuenta por la corte, ya que diferentes grupos han apelado a 
su amparo en la reconstrucción y reestructuración de la identidad, 
siempre en busca de resguardar la diversidad étnica y cultural y los 





Con ello, el fallo del juzgador se direccionará, según los preceptos de 
identidad cultural que pregonan los demandantes, aspectos que son 
inherentes a la población, argumentando que: 
 
 (i) la autonomía es propia de cada grupo, por tanto, pueden 
 auto identificarse y ser reconocidos como culturalmente 
 diferentes. (ii) La identidad cultural se desprende de 
 aspectos, de ahí que, el juzgador constitucional no tiene 
 competencia para dirimir. (iii) Prima la realidad sobre 
 cualquier formalidad, respecto a la existencia de las 
 comunidades indígenas en cierto territorio (Corte 
 Constitucional sentencia T 294, 2014). 
 
Los aspectos de territorio que tienen que ser evaluados por el juzgador 
para dirimir su pregunta problema, los extrae de los apartados 
jurisprudenciales de la sentencia T 880 de 2006. 
 
Decisión 
En su decisión lo que la Corte establece es que; se revoque la 
sentencia que pregono que la acción de tutela era improcedente, y con 
ello conformar lo dicho por la instancia primera, respecto a la tutela 
de los derechos ambientales y de vida digna de las comunidades 
afectadas. 
 
Es de resaltar que en su abonado estructural, la Corte puntualizan 
ciertos conceptos que han evolucionado y se consideran indiscutibles, 
como las posturas que adopta frente a la justicia ambienta, 
conceptualizándola como una necesidad en el orden jurídico, junto a 
ello, vuelve a retomar y reafirmas los conceptos ya tenidos en cuenta 
respecto a la participación de las comunidades indígenas, como lo es 
la identidad como aspecto fundante para ligar a una comunidad con 
un territorio y unos derechos.  
 
 
Tabla 8. Análisis sentencia No. 4 
No. Sentencia T-547 Fecha 1/07/2010 
Tipo de 
sentencia 
Tutela Radicado T-2128529 
Magistrado  
ponente 
Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo 
Actores 
Julio Alberto Torres 
Torres y otros Vs. 
Ministerio del Interior 







En la presente sentencia, los hechos que fundamentan la acción de 
tutela presentada contra el ministerio del interior, se busca 
conceptualizar, apropiar y comprender ciertas circunstancias 
conceptuales y teóricas desde los siguientes supuestos facticos 
 
La base de la acción radica en tres ejes que exponen los accionistas 
así:  
 
(i) el Proyecto se realiza en un territorio ancestral para las 
comunidades indígenas de la Sierra Nevada de Santa 
Marta  
(ii) la obligatoriedad de realizar la consulta para con las 
comunidades  
(iii) Consulta que debía ser antes de la expedición de la 
licencia para avanzar en el proyecto. 
 
Las decisiones judiciales que emanaron del caso concreto se 
direccionaron a:  
 
(i)  Primera instancia, considero pertinente negar la acción de 
tutela propuesta, ya que esta no era pertinente, ni idónea 
como mecanismo de protección sobre ciertos derechos, ya 
que se debía presentar una demanda de acción 
administrativa, frente a ese acto que se va en contra vía de 
las normas estructurales del ordenamiento jurídico  
 
(ii) segunda instancia, decidieron precisar qué; el carácter de 
subsidiaridad que pregona la acción no es procedente, ya 
que el CPACA dispone las órdenes para que se tomen 
acciones como lo es la acción de nulidad del acto 
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En primer orden es proceder ver la subsidiaridad e inmediatez de la 
acción de tutela, en pro de solventar la procedencia de la misma. Así 
las cosas, la Corte Constitucional que la subsidiaridad de la acción de 
tutela en el caso concreto es procedente ya que, el asunto pasa a 
competencia constitucional al verse troncado el derecho de consulta 
previa que no se llevó a cabo, según los lineamientos ya planteados 
en la jurisprudencia. Como se evidencian en la sentencia de tutela T-
880 de 2006, allí se reitera qué, 
 
  No existe en el ordenamiento un mecanismo distinto a la 
 acción de tutela para que los pueblos indígenas y tribales 
 reclamen ante los jueces la protección inmediata de su 
 derecho a ser consultados, a fin de asegurar su derecho a 
 subsistir en la diferencia (Corte Constitucional sentencia T 
 880 de 2006) 
 
En torno a la inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha resuelto 
que; es admisible el transcurrir del tiempo entre la vulneración de los 
derechos fundamentales y la presentación de la acción constitucional 
de tutela, cada vez que se tengan en cuenta alguno de los aspectos 
mencionados en la sentencia T-158 de 2006, donde se dice con 
precisión qué; 
 
 la vulneración que ocurre hacia los derechos fundamentales, 
 es constante en el tiempo y cuando quien se  siente 
 vulnerado tiene una condición desproporcionada en el 
 Estado, como lo es, estar en estado de indefensión, 
 interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, 
 entre otros (Corte Constitucional sentencia T 158, 2006) 
 
La decisión adoptada por la Corte, es abordada desde flancos jurídicos 
diferentes, uno es el de la participación en general, visto desde el art 
2 de la C.P. como un fin esencial del Estado. Desde aspectos 
particulares, la jurisprudencia constitucional ha dicho que la 
participación tiene un carácter democrático en el ejercicio político al 
buscar ser incluyente en las decisiones de interés particular.  
 
Esta sentencia muestra lo que en la Sentencia C-030 de 2008, ya se 
ha dicho, que tiene que ver puntualmente con la reafirmación de la 
forma en que las comunidades pueden participar en ciertas decisiones 
que son de influencia directa, específicamente, por medio de la 




distinguir las formas en que se denotan afectadas las comunidades 
indígenas, diferenciando en niveles las afectaciones así:  
 
 (i) correspondiente a las políticas y programas que de una 
 forma indirecta los puede afectar o involucrar, escenario en 
 el cual, se debe efectuar una debida participación, y (ii) 
 cuando las medidas administrativas y ejecutivas generan 
 una afectación directa, por lo cual se adquiere un deber de 
 consulta (Corte constitucional sentencia C 030, 2008). 
 
Por otro lado, cuando se hace referencia a la consulta previa, la corte 
constitucional, ha puntualizado en sentencia C-175 de 2009 las 
obligaciones que están a cargo de los gobiernos para la realización de 
las consultas previas según los parámetros establecidos en el convenio 
169.  
 
En lo que respecta al control abstracto que hace la corte en los casos 
en los que existe una necesidad de consulta previa, respecto a medidas 
legislativas que afecten a una comunidad, se ha avanzado.  
 
El recuento jurisprudencial ha mostrado los avances que se ha tenido 
en materia de control y disposición de la consulta de las comunidades 
indígenas, por ende, para la toma de esta decisión, se tiene en cuenta 
un análisis sistemático de constitucionalidad de las normas 
preexistentes y como ha influenciado la corte en marcar la 
vinculación y obligatoriedad de la consulta previa en los apartados 
legislativos.  
 
Junto a ello, se hace un recuento de jurisprudencia de tutela, en donde 
la Corte Constitucional ha amparado por este mecanismo el derecho 
a la consulta previa y otros, a diferentes comunidades indígenas a lo 
largo y ancho del país que se han visto afectadas por la entrega 
desmedida de licencias para la construcción y planeación en territorio 
indígena.  
 
Entorno al ámbito de aplicación de la consulta previa, la Corte 
Constitucional ha previsto que,  
 
 primero, identificar si la población que se encuentra 
 vulnerada hace parte del grupo de comunidades minoritarias 
 del país, que se caracterizan por su desarrollo e identidad 
 cultural diferente. Segundo, la identificación y apropiación 
 territorial, esta, se establecerá de acuerdo a lo designado en 




 de cuáles son los espacios indígenas, los espacios 
 compartidos y los que nunca han tenido una presencia 
 indígena (Corte Constitucional sentencia 547, 2010).   
 
Por otro lado, se acota que la consulta previa extendió su aplicación, 
la que se supeditaba en la norma, al artículo 330 de la Constitución 
política, y posteriormente la ampliación jurisprudencial dispuso que 
no solo aplica para la explotación de los recursos naturales en los 
territorios indígenas, sino para cualquier situación que afecte de 
manera específica y directa el bienestar de la comunidad.   
 
En el caso concreto, la decisión que adopta la corte constitucional, se 
guía a través de entender qué; aunque el territorio no está entre los 
límites de la comunidad indígena, hay una cosmovisión cultural que 
se puede ver troncada, por eso es que la consulta se guía por el 
consenso de derechos para que no lleguen a troncarse o excluirse entre 




La decisión adoptada por la Corte en este fallo de sentencia, se 
direcciona a revocar la decisión que niega la tutela como mecanismo 
idóneo, respecto a los derechos de consulta previa y demás conexos 
que se encuentren vulnerados, y con ello ordenar a la empresa 
particular, parar cualquier actividad hasta que no se haya llevado a 
cabo el requerimiento constitucional. 
 
 
Tabla 9. Análisis sentencia No. 5 
No. Sentencia C-030 Fecha 23/01/2008 
Tipo de 
sentencia 
Constitucionalidad Radicado expediente D-6837 
Magistrado  
ponente 
Rodrigo Escobar Gil Actores 
Carlos Humberto 
García Guzmán, Luis 
Alfredo García 
Gómez, Alejandra 






En la demanda de constitucionalidad que se basa esta sentencia, se 
comprenden diferentes y muy importantes componentes de la 




comunidades indígenas, los fundamentos que componen esta 
sentencia son los siguientes:  
 
 Se presenta demanda de constitucionalidad contra la ley 1021 
de 2006, en ella se expide la ley general forestal, demanda que 
cumple con los trámites previstos en el art 242 de la C.P.  
 
 La demanda pretende declarar inconstitucional la norma en su 
totalidad, alegando que en su trámite procedimental era 
requerida la consulta previa, la que no se realizó previa 
expedición.  
 
Fundamento de la demanda:  
 
 Los demandantes en su libelo inicial pregonan que, se 
vulneran los apartados convencionales establecidos en el 
convenio 169 de la OIT, conjuntamente que no te tuvo en 
cuenta las Sentencias SU-039 de 1997 y T-1319 de 2001, 
expedidas por la misma corte, en ella, se denota la injerencia 
convencional y el bloque de constitucionalidad del convenio 
antes citado.  
 
 Junto a ello, se denotan los aspectos jurisprudenciales citados 
por los demandantes, en donde se expresan, la injerencia y 
compromiso internacional por realizar el proceso de la 
consulta previa siguiendo los parámetros convencionales, de 
igual forma resalta la importancia de proteger a las 
comunidades minoritarias del país, y su territorio, el cual no 
solo comprende riqueza en biodiversidad, sino en recursos 
forestales. 
 
 Se enmarcan los requisitos que se han propuestos en la 
jurisprudencia, para dar cumplimiento a la consulta que se 
hace de forma previa a los actos de índole legislativa como lo 
son: (i) la base estructural de la consulta previa es la buena fe, 
y el respeto por las comunidades y las culturas, (ii) siempre 
envueltas en un espacio de participación e información de los 
planes a realizar. (iii) las decisiones que se tomes, tienen que 
estar cimentadas en la mitigación de daños y la prevención de 




¿la Corte Constitucional en la 










comprende y conceptualiza el 
derecho a la consulta previa de 
los pueblos y comunidades 





La corte tiene en cuenta, y da relevancia en el fallo a aspectos 
relevantes para tomar la decisión y se comprenden a continuación.  
 
Primero, determinar el vicio de inconstitucionalidad que puede tener 
una ley, al omitir la consulta previa como requisito legislativo. 
 
Para ello la corte tiene en consideración lo establecido en el art 241 
de la carta política, allí se vislumbran los acontecimientos en los que 
se enmarca el proceder de las acciones de inconstitucionalidad, 
conjuntamente se enmarca el derecho a la participación de las 
comunidades indígenas, en este se establece que se tiene la necesidad 
de consultar a los pueblos interesados. De igual forma se estudia la 
estructura de la ley, sobre la falencia existente, si esta fue formal o 
material, deviniente de la naturaleza legislativa, con ello y un análisis 
sistemático se evidencia que es menester de la corte pronunciarse de 
fondo (Corte constitucional sentencia C 030, 2008).   
 
Este marco jurídico, inicia con los apartados constitucionales que han 
sido base de la participación de los grupos étnicos, como lo son los 
artículos 7 y 70 de la Constitución Política que protegen la diversidad 
étnica, y el art 40-2 que enmarca y garantiza la participación 
ciudadana. La Corte igualmente puntualiza lo previsto en los art 329 
y 330 de la C.P. respecto a la participación democrática consulta 
previa.  
 
Dentro de los parámetros estipulados por el convenio 169, hay una 
connotación especial en el desarrollo del derecho indígena, como lo 
dice de ese modo el art 6 y 7 del convenio, estos direccionan a que las 
poblaciones indígenas puedan decidir sobre ciertos asuntos que 
afecten su estabilidad cultural, económica o social.  
 
Con ello, se extraen dos compromisos surgidos por el Estado, para 
con las comunidades indígenas, el primero es la guía y resguardo de 
los pueblos indígenas, específicamente en velar por la protección de 
sus derechos colectivos hacia el territorio, y su desarrollo como 
comunidad y el segundo, sobre las medidas que aseguren la 





Los abonados legislativos, por su sentir general y objetivo, en 
principio no crean una afectación directa hacia las comunidades 
indígenas del país, pero cuando se viene a estudiar la materialización 
de la misma, puede llegar a alterar ciertas prerrogativas al poner 
condiciones, obligaciones, beneficios o restricciones a las personas y 
comunidades y con ello cambiar su esencia, por ende, se precisa que 
es procedente la consulta para con ciertas leyes que en su 
materialización creen algún cambio en el estatus de la comunidad, 
positivo o negativo (Corte constitucional sentencia C 030, 2008).    
 
El análisis de la corte, es claro ver que las afectaciones materiales 
directas que se crean hacia una comunidad indígena son las que han 
de ser consultadas, es por eso, que no todas las leyes que incorporen 
en su estructura a las comunidades deben ser consultadas.  
 
Lo que respecta a las consecuencias que evidenciar por la omisión de 
la consulta previa, dice que corte que: 
 
 se puede ver como un incumplimiento a compromisos 
 internacionales ratificados por el Estado colombiano, y, por 
 ende, puede ser evaluado y puedo a disposición de entes 
 internacionales. También es tenido en cuenta que, la 
 integración del convenio a la constitución hace que la 
 salvaguarda de esta como derecho fundamental haga que 
 tenga repercusiones en el ordenamiento interno (Corte 
 constitucional sentencia C 030, 2008).  
      
Tercero, analizar cuál es el verdadero alcance de la ley general 
forestal. 
 
Ya viendo que no todas las leyes que integren en su articulado a las 
comunidades indígenas tienen consulta, la corte estudia el alcance y 
la posible afectación que se crea con la ley general forestal.  
 
La norma objeto de constitucionalidad direcciona su actuar hacia el 
aprovechamiento de las plantaciones forestales y posterior 
comercialización de estos, junto a ello a la ampliación investigativa 
en el marco forestal.  
 
En diversas intervenciones se dijo que, el enfoque que se busca dar a 
los bosques afectan directamente a las comunidades indígenas, que 
tienen allí tu territorio, ya que entre el 46 y 62 % de los bosques del 
territorio colombiano están bajo el resguardo de comunidades 





Durante el trámite del proyecto de ley, se presentaron ciertas 
objeciones frente a la estructura del texto normativa, creando así un 
indicio naciente de la necesidad de hacer la consulta para con las 
comunidades, aun así el proyecto fue presentado con ciertos apartados 
que direccionaban a la protección y autonomía de las entidades 
ambientales y territoriales; para la corte no son suficientes estos 
artículos y por ello, no se esgrima la obligación de consulta, fundado 
en: que la norma al tener un carácter general no excluye en su 
aplicación a las comunidades quienes cuentan con un gran porcentaje 
de propiedad de bosques y áreas forestales del país, y no se tuvo en 
cuenta la planeación en conjunto con quienes ostentan dichos 
territorios.  
 
Por dichas razones, se puede evidenciar que la norma puede generar 
un impacto sobre el habitad natural que es propio de las comunidades 
indígenas y tribales, afectando su modo de vida, ya que estas tienen 
una estrecha relación con el entorno en el cual viven y pueden verse 
perjudicados directamente por ello.  
 
Decisión 
EL fallo se direcciona a declarar la inexequilibilidad de la ley 1021 
de 2006. 
 
Tabla 10. Análisis sentencia No. 6 
No. Sentencia T-880 Fecha 26/10/2006 
Tipo de 
sentencia 
Tutela Radicado T-1352585 
Magistrado  
ponente 
Álvaro Tafur Galvis Actores 
Pueblo Indígena 
Motilón Barí contra el 
Ministerio del Interior 




Dentro de los apartados de la tutela, y el resguardo de los derechos a 
la consulta previa, la participación y otros que se derivan de aquí, la 
corte tiene en cuenta los supuestos facticos que se desprenden para 
con ello dar un fallo de sentencia garante de derechos y objetivo. Para 
eso, la descripción fáctica del proceso es la siguiente.  
 
Las comunidades indígenas Motilon Bari, quienes se veían afectadas 
por la orden administrativa que direcciona a aprobar el proyecto de 




consentimiento de las comunidades que se encuentran asentadas en el 
territorio, muestran la indebida procedencia de la consulta previa, 
donde no se consagran parámetros puntuales para su aplicación y se 
puede tornar compleja la apropiación de dicho derecho.  
 
Así las cosas, la comunidad propende atacar a la administración y a 
la entidad por medio de acción de tutela, la cual llega por medio de 






¿la Corte Constitucional en la 
recepción y promulgación de sus 
apartados jurisprudenciales 
comprende y conceptualiza el 
derecho a la consulta previa de 
los pueblos y comunidades 






Para dictar un fallo diligente por parte de la corte, se tuvo que estudiar 
y analizar ciertos aspectos generales, y posterior a ello, se analizaron 
y comprendieron aspectos puntuales del caso concreto, como lo 
fueron:  
 
La conceptualización de la consulta previa desde los apartados 
puntuales procesales que se deben tener en cuenta para su desarrollo, 
debido a la falta de herramientas, la entidad comprende que el 
acercamiento con la población es suficiente para haber cumplido con 
la consulta previa, y no, la consulta debe cumplir unos 
requerimientos, los cuales deben culminar en la aceptación tácita y 
espontanea de la comunidad sobre el proyecto, no solo es un acto de 





La corte constitucional en su fallo, confirma lo dictado por el tribunal 
la segunda instancia, en considerar la improcedencia de la acción 
debido a que el requerimiento de consulta no había sido cumplido a 
cabalidad, y ordeno a la entidad a realizar todo el tramite de consulta 
previa, y parar las actividades exploratorias hasta que haya una 







Tabla 11. Análisis sentencia No. 7 
No. Sentencia C-891  Fecha 22/10/2002 
Tipo de 
sentencia 
Constitucionalidad Radicado D-4022 
Magistrado  
ponente 
Jaime Araujo Renteria Actores 
Edith Magnolia Bastidas 
Calderón, representando 







La actora de la acción ce constitucionalidad, presenta demanda contra 
el Código de Minas Colombiano, los diferentes cargos que atienden a 
dicha demanda, junto a los fundamentos facticos y jurídicos se 
comprenden a continuación. 
 
 Los cargos expuestos por la demandante, aluden a la 
vulneración a la consulta de pueblos indígenas, y para 
adentrarse y fundamentar su demanda, esta alude a exponer 
por qué el territorio es parte esencial y sagrado para las 
comunidades indígenas, y la legitimación que se le da a este 
en el derecho internacional.  
 
 Para ello, hace referencia a la cosmovisión que le dan las 
comunidades ancestrales al territorio, que este no es solo un 
espacio geográfico, sino que tiene intrínsecamente ciertos 
aspectos vistos desde la consolidación de las comunidades 
indígenas, como lo es conceptualizarlo con el hogar, el 
proveedor de recursos y creador de vida, resguardado 
ancestralmente por las comunidades que han estado asentadas 
ahí desde siglos atrás.  
 
  Por ciertos criterios ancestrales y propios que cimentan las 
comunidades indígenas, la demandante funda su demanda y 
hace correlación al desconocimiento del convenio 169 de la 
OIT y del bloque de constitucionalidad, por no someter esta 
medida legislativa a la consulta previa de las comunidades 
que pueden verse afectadas directamente.  
 
 También, se agrega que se vulnera la participación activa de 
la comunidad, y a su identidad e integridad por las mismas 





 Se hace el análisis de cada artículo y funda las razones por las 






¿la Corte Constitucional en 
la recepción y promulgación 
de sus apartados 
jurisprudenciales comprende 
y conceptualiza el derecho a 
la consulta previa de los 
pueblos y comunidades 






Para dar respuesta concreta respecto a los diferentes derechos que se 
pregonan vulnerados con la norma citada, la Corte Constitucional 
señala que se tiene la obligación esta de interceder en pro de que se 
cumplan con las prerrogativas designadas por los mecanismos 
jurídicos que propician la salvaguarda de los derechos de las 
comunidades en torno a su integridad, composición y desarrollo. 
 
La corte, como doctrina constitucional trae a colación, la 
conceptualización y que se pueda ejercer el derecho a participar en 
decisiones puntuales que puedan generar un daño directo en la 
comunidad como parte activa de una sociedad, siendo esta una 
vinculación importante y necesaria para el desarrollo de las políticas 
Estatales.  Exaltando que, la participación se liga al precepto de 
desarrollo de la personalidad, haciendo que la concertación pluralista 
sea complicada, y si no se llega a una concertación, aun poniendo 
todos los mecanismos, el Estado tendrá como decisión la que se 
adopte en pro del interés general (Corte constitucional sentencia 891, 
2002). 
 
Esta y otras conceptualizaciones y aseveraciones respecto a la 
participación democrática se tuvieron en cuenta por la corte para 
fundar su fallo.  
  
Con ello y trayendo a colación al sujeto de especial protección que 
son las comunidades indígenas, es obligación del Estado la 
implementación de mecanismos que empoderen a las minorías 
entorno a la participación. Esto con base en el art 13 de la C.P. La 
idealización que quiere mostrar la Corte, dice que es el construir 
consenso, armónico, pluralista y participativo frente a los canales 





Como fundamento de la decisión, también la corte toca el tema de, 
los derechos de los pueblos indígenas a participar en lo concerniente 
a la explotación de recursos que se encuentran inmersos en sus 
territorios. Con ello, lo que hacen es resaltar los avances 
constitucionales que se han logrado en relación al amparo de los 
pueblos indígenas, con ello la referencia normativa que se tiene es el 
art 330 de la CP, ligando así la participación de la comunidad y la 
salvaguarda de su esencia cultural, social, ambiental.   
 
Es de relevancia el apartado constitucional consagrado en el art 150 
de la constitución, en la cual se exalta la función que tiene el congreso 
de la republica de hacer, reformar y derogar las leyes.  
 
Y la importancia de la decisión que adoptan las comunidades, radica 
en la connotación ancestral y cosmológica que se le da al territorio 
por parte de las comunidades precolombinas, ya que la relación que 
se tiene es más que un vínculo jurídico, una visión comunitaria y 
espiritual.  
 
Se exaltan las luchas que ha tenido la Corte Constitucional para poder 
dar existencia y regulación a la consulta previa que gozan las 
comunidades, teniendo en cuenta el vacío normativo existente dando 
así las pautas indispensables para su realización. 
 
En conclusión, la corte llego a decir que,  
 
 las explotaciones de recursos que se hagan dentro de su 
 territorio hacen parte de su modo de vida, desde la 
 perspectiva cultural, social y económica. Junto a ello, se 
 resalta que el proyecto de código de minas,  tiene una mayor 
 relevancia y connotación, ya que tiene un punto de vista 
 social, llegando a puntos sostenibles e íntegros para con el 
 desarrollo étnico de las comunidades (Corte constitucional 
 sentencia 891, 2002). 
 
En lo que respecta a la consulta previa a los pueblos indígenas, 
comienza exaltando la importancia que tiene que tiene este como 
derecho fundamental a partir de la constituyente para preservar los 
criterios étnicos de las comunidades minoritarias, mecanismo 
incorporado a la legislación colombiana no solo en parámetros 
constitucionales, sino también por parámetros convencionales 





En el trasegar de la figura de consulta previa en Colombia, ha sido 
ilustrada por la guía para la aplicación del convenio 169, allí se 
especifica que la consulta es un proceso dado para los gobiernos, para 
que ellos consulten a las poblaciones indígenas que pueden verse 
afectadas por actos políticos o económicos para que influya su 
decisión en dichos actos.  
 
Por ello, y junto al análisis de constitucionalidad que se le hizo a cada 




La decisión de la corte es puntual, mostrando la exequibilidad de los 
apartados demandados, ya que cumplen con las prerrogativas 




Tabla 12. Análisis sentencia No. 8 
No. Sentencia SU-039 Fecha 3/11/1997 
Tipo de 
sentencia 











La sentencia de Unificación que funda la presente línea 
jurisprudencial, toca diferentes acciones constitucionales que buscan 
resguardar el derecho a la consulta previa, dejando entre dicho ciertos 
conceptos y precisiones primordiales para el desarrollo de esta figura 
en el acervo constitucional más adelante. Las puntualizaciones 
fácticas son: 
 
Las entidades administrativas desconocen la necesidad de la consulta 
previa, como requerimiento constitucional previo a cualquier 
intervención en los territorios indígenas que estén designados y 
estipulados en el ordenamiento jurídico colombiano, y con ello 
también se limita el actuar de ciertas entidades administrativas en el 
otorgamiento de licencias ambientales a entidades para que exploten 
los recursos naturales y dispongan de ciertos parámetros sanitarios en 
la ampliación de proyectos, sin tener en cuenta las disposiciones de 













Constitucional en la 
recepción y 





derecho a la consulta 
previa de los pueblos 
y comunidades 






la Corte Constitucional definió por primera vez, las características 
esenciales que tiene este derecho fundamental, y junto a ello, el 
objetivo principal de la consulta previa, reiterando lo dicho por el 
convenio 169 de la OIT por primera vez, mostrando un interes y una 
necesidad por integrar al ordenamiento jurídico preceptos 
jurisprudenciales que atiendan puntualmente a este derecho que se 
pregona nuevo en el ordenamiento jurídico y que necesita ser 





En el análisis de la corte, dispone confirmar la sentencia que había 
dado el tribunal ya que esta sentencia en su decisión había concedido 





































DIAGRAMACIÓN DE LINEA JURISPRUDENCIAL: RESPECTO A LA 
COMPRENSIÓN Y CONCEPTUALIZACIÓN DEL DERECHO A LA CONSULTA 
PREVIA DE LOS PUEBLOS Y LAS COMUNIDADES INDÍGENAS Y TRIBALES. 
 
3. Diagrama estructural de línea jurisprudencial.  
 
A continuación, se expone la línea jurisprudencial graficada según los parámetros 
doctrinales expuestos en la obra de López Medina (2002)  
Tabla 13. Diagrama de linea jurisprudencial 
 
¿LA CORTE CONSTITUCIONAL EN LA RECEPCIÓN Y PROMULGACIÓN DE SUS 
APARTADOS JURISPRUDENCIALES COMPRENDE Y CONCEPTUALIZA EL DERECHO A 
LA CONSULTA PREVIA DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS Y TRIBALES? 
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M.P.  Jaime Araujo Rentería 

T-880/2006 




M.P. Rodrigo Escobar Gil 
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SU-039 1997 





























Fuente: realización del autor.  
 
Convenciones 
Sentencia fundadora de línea 
Sentencia reconceptualizadora 
Sentencia hito 
◘ Sentencia confirmatoria 
   Sentencia arquimédica  
 
 
3.1.Explicación del diagrama jurisprudencial.  
 
Como se ha reiterado en el libelo introductorio de la presente investigación, junto a 
las aseveraciones teóricas y conceptuales sobre el tema del derecho fundamental a la consulta 
previa de los pueblos indígenas, con enfoque en el desarrollo sostenible y del medio 
ambiente, y la justicia ambiental; el desarrollo jurisprudencial en Colombia se ha 
materializado en cinco etapas primordiales, las cuales se desarrollan bajo el precepto de 
análisis inverso que funda López Medina (2002). 
La primera etapa, inicia con la sentencia ARQUIMEDICA T-063 del 15 de febrero 




Lizarazo Ocampo, en ella, la comunidad Andoque instaura una acción de tutela, amparando 
los derechos a la participación, activa y efectiva, y a la consulta previa, por tanto, estaban 
siendo vulnerados por el programa de gobierno que direccionaba a crear un nuevo modelo 
de desarrollo en el Amazonas, ya que se presentó y se busca desarrollar sin antes ser 
consultado por el ente administrativo correspondiente; los fundamentos que tiene la Corte 
para dar su fallo son qué, las afectaciones que se le generan a una comunidad no siempre 
tienen que ser dañinas, sino que una afectación según los parámetros del convenio 169 de la 
OIT es cuando se altera el estatus de la comunidad indígena, haciendo que cambie su normal 
desarrollo. Por ende, es necesario hacer la consulta para ciertos criterios que afectan su 
desarrollo, pero no es necesario hacer una consulta sobre los ejes forestales, agroambientales 
y habilitantes del proyecto.  
La segunda etapa, comienza con la sentencia RECONCEPTUALIZADORA 
LINEA SU-123 del 15 de noviembre de 2018, providencia precedida por el magistrado 
ponente Rodrigo Uprimny Yepes, donde la comunidad Awá, tiene asentamientos en Puerto 
Asís, lugar que se desempeñó como lugar de operación directa por parte de Ecopetrol, en la 
exploración de recursos. Durante los periodos comprendidos entre 2008 y 2014 se otorgaron 
ciertas licencias ambientales para ciertos proyectos petroleros en la zona, violentando con 
ello ciertos derechos contra esta comunidad que se pregona esta por desaparecer debido a las 
afectaciones causadas para con su desarrollo cultural, social, económico y territorial. Así las 
cosas, la Corte Constitucional en su ratio decidendi, hace claridad sobre los momentos que 
se darán para que se genere una afectación directa a una comunidad indígena, estos son 




consultar a las comunidades, al  ver las afectaciones causadas al territorio, a la identidad 
cultural, el modo de vida y la cosmovisión de los recursos naturales, y otro sin fin de 
aconteceres que se vieron afectados por el proyecto realizado. Viendo esta problemática, la 
Corte falla en el amparo de derechos a la consulta previa y el ambiente sano de la comunidad, 
buscando que se lleve a cabo la consulta previa de forma general y transversal.  
De esta sentencia de unificación jurisprudencial resalta la aclaración de voto del 
magistrado Carlos Bernal Pulido, quien esgrima la improcedencia de la consulta previa para 
con las comunidades que ya se vieron afectadas por un proyecto finalizado, viendo que este 
no es un derecho que deba ser amparado con posterioridad al proyecto causante de un daño.  
Aquí, se evidencia la transformación que ha tenido la Corte, según los preceptos que 
fundaban la consulta previa en Colombia, que han llevado a dejar como precedente 
jurisprudencial que la consulta previa como derecho hay que protegerlo bajo toda 
prerrogativa, en cualquier momento y siempre en pro del bienestar y el desarrollo de las 
comunidades indígenas en el territorio. 
La tercera etapa, inicia con la sentencia HITO CONCEPTUAL T-294 del 22 de 
mayo de 2014, esta etapa es de incidencia para la línea jurisprudencial, ya que se puntualizan 
ciertos conceptos que han evolucionado y se consideran indiscutibles, cuando se habla de la 
consulta previa para las comunidades indígenas. Los sucesos facticos que llevan a la Corte a 
revisar dicha acción de tutela, se originan con la comunidad Venado, del pueblo Zenu, 
quienes pregonan se afectan sus derechos fundamentales a la consulta previa, la 
participación, por parte del otorgamiento de permisos ambientales otorgados a la empresa 




comunidades indígenas, quienes presentan la acción debido a que no fueron consultadas por 
ninguna entidad.  
La Corte Constitucional para direccionar su fallo tuvo en consideración el hecho que, 
evalúa las repercusiones de los rellenos sanitarios como dispositivos de saneamiento, y su 
impacto en la afectación a derechos fundamentales, también adopta posturas respecto a la 
justicia ambienta, conceptualizándola como una necesidad en el orden jurídico, junto a ello, 
vuelve a retomar y reafirmas los conceptos ya tenidos en cuenta respecto a la participación 
de las comunidades indígenas y la necesidad de tenerlas en cuenta al momento de explotar 
algún recurso que caracterice a las comunidades indígenas, en su ánimo conceptual, 
especifica aspectos y criterios de la consulta previa emanados del convenio 169 de la OIT, 
exaltando los derechos que se conjugan con la consulta previa, volviéndose así, no solo un 
derecho fundamental que se especifica en la constitución, sino que es una herramienta que 
busca amparar y resguardar no solo el territorio, sino la identidad cultural y ancestral que 
tienen las comunidades indígenas.  
Otro aspecto que se conceptualiza, es la identidad como aspecto fundante para ligar 
a una comunidad con un territorio y unos derechos. Y así, es que la Corte revoca la sentencia 
que amparar los derechos que se venían vulnerando por parte de diferentes entidades y con 
ello garantizar que la licitación sobre el proyecto cumplira con los requisitos planteados sobre 
la consulta previa para las comunidades que se pueden ver afectadas directamente.     
Se presenta una cuarta etapa dentro de la descripción de la línea, donde inicia con la 
sentencia T-547 del primero de Julio de 2010, bajo la ponencia de Gabriel Eduardo Mendoza 




étnica y cultural, a la participación, a la autonomía y al debido proceso, que han sido 
vulnerados con la licencia de construcción del puerto multipropósitos de Brisa. El actuar de 
la Corte Constitucional sobre el caso en concreto, se direcciona bajo los preceptos de; reiterar 
que, la acción de tutela la herramienta idónea para la salvaguarda de los derechos 
fundamentales de las comunidades indígenas, junto a ello, se expone los criterios para validar 
la existencia de una afectación hacia las comunidades. La Corte expone el ámbito en que se 
aplicara la consulta previa, que no solo atiende a lo plasmado en el art 330 de la Constitución 
política y a las prerrogativas legislativas ya existentes como lo es el decreto 1320 de 1998, 
sino que tendrá que ampliar su aplicación, ya que el convenio 169 de la OIT, designa que la 
consulta aplica cuando se genera alguna situación que afecte el bienestar de la comunidad, 
abarcando así aspectos que van más allá de su territorio. 
Los preceptos ya estipulados por la Corte Constitucional, respecto al proceso que se 
tiene que hacer para satisfacer el derecho a la consulta previa, se consolidan en sentencia 
CONFIRMATORIA C-030 del 23 de enero de 2008, bajo la ponencia del Magistrado 
Rodrigo Escobar Gil, se analiza la constitucionalidad de la totalidad de la ley 1021 de 2006, 
la que atiende a la ley general forestal. Las pretensiones del libelo de demanda atienden a que 
dicha norma atenta contra los parámetros plasmados en sentencia SU-039 de 1997 y el 
convenio 169 de la OIT, al no haberse llevado a cabo la respectiva consulta previa sobre la 
norma en mención. Esta corporación decide declarar inexequible la ley 1021 de 2006, 
motivando este fallo en que, para que se dé la inconstitucionalidad de una norma por la 
violación a requisitos requeridos, diciendo que las leyes que seran consultadas son las que 




general foresta, teniendo en cuenta que direcciona su actuar hacia el aprovechamiento de las 
plantaciones forestales y posterior comercialización de estos, junto a ello a la ampliación 
investigativa en el marco forestal, si genera una afectación material a las comunidades 
indígenas en el territorio colombiano, ya que estas tienen una estrecha relación con el entorno 
natural que hace parte de su territorio, es por eso que se declara la inexequibilidad de la ley 
1021 de 2006. 
Y esta etapa, termina con la descripción de los lineamientos procedimentales mínimos 
planteados por la Corte Constitucional al poder adelantar una consulta previa para con las 
comunidades ancestrales del país; esta corporación en sentencia HITO 
PROCEDIMENTAL, proferida bajo radicado C-891 del 22 de octubre del año 2002, del 
ponente Jaime Araujo Rentería, en la que se busca la inconstitucionalidad parcial de la ley 
685 de 2001 (código de minas), el actor alega que, no se cumplió con el requisito 
indispensable de la consulta previa a las comunidades, debido a la afectación que se puede 
producir para con las indígenas que resguardan y protegen el medio ambiente en gran parte 
del territorio colombiano, por parte de una del articulado parcial de dicha norma. En su 
decisión, la Corte Constitucional tiene en cuenta los aspectos doctrinales que se han formado 
en relación a la participación de las comunidades, exaltando la importancia de las decisiones 
que adoptan las comunidades entorno a la explotación de su territorio, y el trasegar 
constitucional para dar existencia y regulación a la consulta previa, teniendo en cuenta los 
vacíos normativos que existen.  
Un aspecto que se resalta de esta jurisprudencia es el ver la consulta previa como un 




indígenas, visto así, ha de tenerse que ver la obligación del congreso de la república por no 
expedir una norma de carácter general que pueda generar un perjuicio irremediable en las 
comunidades indígenas, pero en contraposición, se denota el interés general de la norma, que 
no solo aplicara para los resguardos indígenas, sino que esta tendrá una incidencia en todo el 
territorio, con ello se respeta el derecho a participar de las comunidades indígenas, pero no 
se declara la inexequibilidad de la norma, ya que se cumplió con la consulta como requisito, 
y al no llegar a un consenso con las comunidades, no se puede desconocer la primacía del 
interés general, es de resaltar que se prevé el hecho, que, cuando haya un acto o proyecto que 
se busque realizar en un territorio indígena, se hará una nueva consulta para con la 
comunidad.  
Es de resaltar el aporte dado en la sentencia T – 880 del 26 de octubre de 2006, con 
ponencia del doctor Álvaro Tafur Galvis, se presenta una acción de tutela en pro de dar pautas 
claras en relación al derecho de participación de las comunidades indígenas que pregonan 
verse afectadas por una licencia ambiental otorgada a Ecopetrol S. A. para un bloque de 
perforación en el territorio del pueblo indígena Motilón Barí.  
Es de relevancia la comprensión y conceptualización del derecho analizado respecto 
a las comunidades indígenas en esta sentencia, porque la Corte Constitucional en su ratio, 
considera prudente aclarar que la consulta previa no solo se aplicara lo dispuesto en el art 
330, sino que los perjuicios que se pueden causar, pueden ser a raíz de las afectaciones 
culturales, sociales y económicas. Ampliando con ello la interpretación y aplicación del 
derecho fundamental a la consulta previa. Siguiendo dichos lineamientos fundamentales, la 




de las comunidades indígenas, en procura de proteger la integridad cultural, económica y 
social que se ve afectada por el proyecto que lleva Ecopetrol en la vereda El progreso.  
Por último, una quinta etapa en el desarrollo jurisprudencial, termina con la sentencia 
FUNDACIONAL SU-039 del 03 de noviembre del año de 1997, donde la Corte 
Constitucional definió por primera vez, las características esenciales que tiene este derecho 
fundamental, y junto a ello, el objetivo principal de la consulta previa, sobre el caso concreto 
en que, donde la comunidad Indígena U'WA, presenta acción de tutela contra los agentes 
administrativos encargados, por la violación a los derechos fundamentales de las minorías 
étnicas consagrados en la carta política especialmente el derecho a la consulta previa, por el 
otorgamiento de licencia ambiental, para explotaciones petroleras. El fallo de esta sentencia, 
se direcciona a resolver dentro del territorio de las comunidades indígenas, la aplicación del 
artículo 330 constitucional. Por ende, la Corte en sus consideraciones, primero establece la 
pertinencia de la acción de tutela contra la acción contenciosa administrativa, y, junto a ello 
por los cargos establecidos en concreto por la violación del derecho fundamental de 
participación. En relación a la actividad petrolera que se iba a realizar en el territorio, hace 
claridad en el perjuicio irremediable que se puede llegar a causar, se determinara por los 
criterios jurisprudenciales de la sentencia T-225/93, allí,  para que el perjuicio se entienda 
como irremediable, se considera este inminente, igualmente deben ser graves, tener medidas 
urgentes para que el bien jurídico protegido no llegue a dañarse en su integridad y que ya no 
pueda ser recuperado, con ello es menester conceder la tutela de los derechos bajo las 




3.1.1. Obligación de la consulta previa en medidas legislativas y en medidas 
administrativas 
 
La constitución política de Colombia en su artículo 330 enmarca a la consulta previa 
como requisito sine qua non para la intervención Estatal o particular en los territorios 
indígenas que se encuentran dentro de los límites estatales colombianos.  
El recuento jurisprudencial ha evidenciado que la procedencia de la consulta previa 
depende de las circunstancias concretas que se presentan con las comunidades indígenas, 
también es imperativo el momento en que se satisface este derecho, ya que, al hablar de la 
obligación de la consulta previa de los actos legislativos,  se comprende solamente como el 
resguardo al derecho de índole constitucional, a diferencia que cuando la corte se refiere a la 
consulta previa para los actos administrativos, se comprende este como un derecho 
fundamental de las comunidades indígenas y como una herramienta jurídica para el resguardo 
de otros derechos que se pueden vulnerar, junto a ello se pueden evidenciar diferentes 
requisitos y alcances de la consulta para las comunidades indígenas y tribales.  
Esto se evidencia en la sentencia de Constitucionalidad 030 (2008), en que la  
pretensión principal busca la inconstitucionalidad de ley general forestal [ley 1021 de 2006] 
Allí la Corte Constitucional considero que cuando se examina el contenido de una medida 
legislativa que puede afectar directa o materialmente a una comunidad indígena, este o no 
este directamente relacionada con la explotación de los recursos naturales del territorio, y, 
también atañe hacerse sin importar la calidad en que se presenta; bien sea al restringirla o por 




Dicho apartado jurisprudencial, exalta los requisitos que se corresponden tener en 
cuenta para llevar a cabo la consulta previa cuando se trata de actos legislativos; por 
consiguiente, son, primero; dar a conocer los proyectos legislativos a las comunidades 
indígenas y tribales por medio de sus representantes y voceros, y como segundo, dotar 
espacios de información y de divulgación, para que se conozcan los posibles escenarios en 
los que podrían verse afectados. 
Al referirnos a la consulta previa de medidas administrativas, al verse como 
herramienta jurídica y como derecho fundamental, que protege el desarrollo y armonía de las 
comunidades indígenas, la sentencia SU- 039 (1997), resalta en su apartado jurisprudencial 
que la consulta previa, en primer lugar tiene que informar plenamente a las comunidades 
sobre los proyectos que se buscan llevar en su territorio, las afectaciones y menoscabos de su 
entorno social, económico, cultural y político que se pueden presentar, como segundo se debe 
velar por la participación activa de las comunidades indígenas objeto de intervención, en el 
que se den a conocer las ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad, para que 
con autoridad las comunidades tomen medidas acordadas o concertadas sobre el actuar sobre 
su territorio. 
3.1.2. Relevancia de las comunidades indígenas en el orden constitucional 
colombiano 
 
La composición estructural de las comunidades indígenas y tribales, se cimenta en 
diversos aspectos propios de la cosmovisión de las colectividades; según los criterios de 
interpretación y connotación que se le da a cada uno de estos, como lo son; la identidad 




costumbres, también su incidencia participativa y su organización económica, política y 
social, han logrado dotar a las comunidades de cinco derechos colectivos, que elogian en sí, 
a las comunidades étnicas, estos inspirados en el marco de los derechos humanos que traza 
la declaración de las Naciones Unidas; estos son, el derecho a tener un carácter distintivo, a 
ser iguales, a la propiedad, al mejoramiento y a la preferencia (Calla, R 2000).  
Los diferentes criterios que se dieron para incorporar a las comunidades indígenas y 
tribales como sujetos de especial protección en la constitución política de Colombia, giraron 
en torno a la evidente pobreza y abandono institucional que ha tenido el Estado para con las 
comunidades indígenas. El autor Sánchez Botero (s.f.) en su obra Los pueblos indígenas en 
Colombia – Derechos, políticas y desafíos hace referencia a un parangón que era evidente 
antes de la incursión al Estado social de derecho como estructura estatal en Colombia, 
mostraba la desigualdad social a la que se enfrentaban las comunidades indígenas 
colombianas. 
 Situación que se buscó mitigar con la incursión de la constituyente de 1991, en la cual 
el Estado colombiano reconoce el abandono y precaria situación que viven las comunidades 
indígenas, y, busca la reivindicación social resaltando las riquezas de estas comunidades, que 
se ven representadas en su cultura, el territorio ancestral que han habitado y explotado, en los 
recursos naturales que los rodean y en la capacidad de decisión que tienen frente a ciertas 
problemáticas de su comunidad.  
   Es de resaltar, que uno de los aportes que trajo el constitucionalismo moderno, fue el 
reconocimiento de las comunidades indígenas y tribales, como sujetos colectivos de 




leguaje, y, su organización social, política y económica, no pueden ser considerados sujetos 
individuales de derechos, ya que son un conjunto de personas que se encuentran dotados de 
derechos especiales, por ende, son considerados sujetos colectivos de derechos.  
Los derechos colectivos que se le atribuyen a esta comunidad, según la Corte 
Constitucional, no son los mismos derechos que se le atribuyen a una comunidad general, ya 
que, las comunidades indígenas ostentan la indiscutible titularidad de los derechos colectivos, 
y la colectividad en general, para que estos derechos sean defendidos mediante las diferentes 
acciones constitucionales que se estipulan en la Constitución Política (Corte Constitucional, 
sentencia de tutela 380, 1993).   
El reconocimiento de estos derechos colectivos especiales, por parte de la Corte 
Constitucional, permite a las comunidades indígenas en sus facultades colectivas poder 
interponer las acciones de constitucionalidad que sean pertinentes para la defensa de sus 
derechos fundamentales, como lo sería la acción de tutela, siendo el mecanismo más eficaz 
en la garantía de derechos fundamentales (Corte Constitucional, sentencia de tutela 361, 
2017).  
El desarrollo de esta cosmovisión que se ha creado por parte de las comunidades 
indígenas y tribales, sobre el territorio y la riqueza que ostentan, tiene una incidencia 
indiscutible en la decisión que tome la Corte Constitucional sobre los fallos de sentencia, ya 
que tiene que explorar todos los aspectos cosmológicos que nacen, viendo que las 
afectaciones que se pueden producir al vulnerar los derechos de estos sujetos colectivos, 
deviene no solo de la explotación de recursos en su territorio, como lo vislumbra el art 330 




que pueden afectar la estructura cultural, social, económica o política dentro de la comunidad 
indígena o tribal. 
3.2.  Concepción jurisprudencial 
 
Los escenarios jurisprudenciales que se plasmaron al inicio de esta investigación, se 
dirigen a limitar en la búsqueda de las decisiones de la Corte Constitucional en el desarrollo 
de la línea jurisprudencial, estas giran en torno ver la consulta previa como derecho y 
mecanismo jurídico de protección de los derechos que atañen al desarrollo sostenible de las 
comunidades, el medio ambiente, y la justicia ambiental. 
En ese orden de ideas, se examinaron alrededor de cuarenta y cinco sentencias, que 
abordaban los ejes temáticos plasmados en la investigación, de este recuento jurisprudencial 
se exaltaron ocho sentencias que componen la línea jurisprudencial en mención. En dichas 
sentencias aparte de la concepción y practicidad de la consulta previa como derecho y 
herramienta constitucional para la salvaguarda de los intereses de las comunidades, la Corte 
exalta en su desarrollo jurisprudencial otros movimientos temáticos que, aunque no son 
centrales en su decisión, son de importante incidencia para los fallos adoptados.  
Uno de los aspectos más relevantes que cimienta el resguardo al derecho fundamental a 
la consulta previa, es la pertinencia de la acción de tutela como mecanismo constitucional 
para la conservación de las comunidades indígenas y tribales en Colombia, esto fundado en 
la sentencia de tutela 380 (1993), en la que se establece que estas comunidades, como lo 
pregona la constitución política de Colombia, es un sujeto que ostenta ciertos derechos 




Fundamento que se tiene en cuenta en los fallos de tutela consagrados en la línea 
jurisprudencial. 
Otro de los conceptos jurisprudenciales que se enmarcan en las decisiones 
constitucionales, es el derecho a la participación de las comunidades indígenas y tribales, 
concepto que se desarrolla desde la ley 70 de 1993, en ella se exalta la imperativa 
participación de las comunidades en su organización, en vilo por evitar el detrimento de su 
autonomía, su identidad y sus intereses colectivos. Como se establece en sentencia SU- 039 
(1997), en que se dimensiona la participación de las comunidades indígenas como un derecho 
necesario para llevar a cabo la consulta previa, más allá de una simple intervención de las 
comunidades indígenas y tribales en los procesos que llevan en sus territorios por parte de 
las decisiones administrativas, tiene un significado mayor, que atiende a reconocer y respetar 
la autonomía de las comunidades en la toma de las decisiones que los lleguen a afectar, ligado 
a ello, la corte ha establecido en sentencia T-294 (2014) que, para que se dé efectivamente la 
participación de las comunidades es necesarias herramientas de consenso, dialogo, 
conocimiento e información para no crear disruptivas en las decisiones que se lleguen a 
tomar. Este concepto se desarrolla a lo largo de todos los apartados jurisprudenciales que 
resaltan en la línea jurisprudencial. 
Otro de los aspectos conceptuales que abarca la Corte en su obiter dicta, es la justicia 
ambiental, vista como la necesidad latente en el ordenamiento jurídico al momento de hablar 
sobre la vulneración a los derechos de las comunidades indígenas; concepto que nace a 
finales de la década de los setenta en Estados Unidos, a raíz de uno de los sucesos ambientales 




contaminado que se regaron en 322 kilómetros del Estado de Carolina en que estaban 
asentados diferentes comunidades afroamericanas de muy bajos recursos, creando así un 
movimiento contra el racismo ambiental (Guzmán, L. 2018).  
La corte constitucional, no fue ajena a dichas disposiciones ambientales que tuvieron un 
impacto mundial. En Colombia, estas fueron tenidas en cuenta para el desarrollo de la 
consulta previa de las comunidades indígenas; según estipulaciones jurisprudenciales 
establecidas en sentencia T-294 (2014) la justicia ambiental se orienta al equilibrio de las 
cargas afectivas que se pueden generar a una comunidad, ya que estipula que ningún grupo 
social tiene que acarrear con los daños ambientales causados por otro, engranando este 
concepto con la participación activa de las comunidades, ya que, corresponde a las 
comunidades conocer las afectaciones ambientales que se pueden causar y sobrellevarlas si 
son aceptadas en medio de la mediación y consulta que se tiene que llevar acabo. Es 
indispensable para la Corte el estudiar y analizar las pautas de la justicia ambiental antes de 
tomar la decisión constitucional.  
La identidad, la jurisprudencia constitucional la considera como un aspecto fundamental 
en el reconocimiento de las comunidades indígenas, aspecto que resalta las costumbres que 
se ligan al desarrollo cultural y social en el que se enmarcan las comunidades. La sentencia 
de tutela 294 (2014) en su desarrollo esquemático plasma que las comunidades que se sientan 
identificadas como tales, ante el ordenamiento jurídico colombiano, y que pregonen de unos 
aspectos culturales de tiempo y modo para que se den; la Corte en su jurisprudencia ha sido 
clara en decir que, no es el órgano pertinente para dotar de identidad a una comunidad, y que 




radica en los órganos administrativos locales, que conocen el trasegar cultural y social de 
cada grupo social.    
El territorio, como eje central del desarrollo jurisprudencial de la consulta previa, guarda 
primero una connotación constitucional, según el titulo tercero, capítulo cuarto de la carta 
constitucional, se pregona territorio a un acto de soberanía sobre un espacio físico en cuanto 
ostenta es propio de una nación (Const., 1991), en el desarrollo jurisprudencial respecto al 
derecho de consulta previa, la sentencia T 880 (2006) señala que el territorio es una 
construcción espacial, que no solo tiene una configuración geográfica, sino, un espacio 
cultural, lleno de costumbres y relaciones sociales que han trascendido en el tiempo.    
3.2.1. Elementos de la construcción jurisprudencial sobre el derecho a la consulta 
previa de las comunidades indígenas y tribales en Colombia. 
 
Los diferentes elementos que configuran la creación jurisprudencial de la consulta previa, 
resultan imperativos en las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional, guiando su 
actuar en pro de salvaguardar los derechos fundamentales que las comunidades indígenas 
pregonaban vulnerados. Es de resaltar que dichos elementos han sido adoptados por el cuerpo 
colegiado en gran parte de sus fallos, siendo de notoria incidencia para el resguardo de la 




Grafico 3. Construcción jurisprudencial, consulta previa desde la conceptualización de las comunidades 
indígenas  
Fuente: Realización propia a partir de la jurisprudencia 
La grafica anterior, permite indicar que entre los años 2012 a 2019, la figura jurídica de 
la consulta previa respecto de las comunidades indígenas mayor desarrollo jurisprudencial 
tuvo en tanto, esto permite relacionar que fueron los años con mayor cantidad de acciones de 
constitucionales impetradas en pro de la salva guardia de los derechos territoriales, culturales 
y demás.  
La apropiación que ha tenido la Corte Constitucional, respecto a ciertos criterios 
conceptuales y jurídicos, han hechos que se cree un crecimiento exponencial en las 
jurisprudencias que toquen en concreto el derecho fundamental a la consulta previa, 
desarrollado desde las perspectivas de participación, pertinencia de las acciones 
constitucionales de tutela, justicia ambiental, territorio e identidad cultural, dejando ver el 









































trabajo que ha desarrollado la Corte, velando por la protección del derecho fundamental y 
herramienta constitucional del derecho a consulta previa de las comunidades indígenas y 
tribales del país.   
3.3. Eficacia de la línea jurisprudencial respecto a la conceptualización y 
comprensión del derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades 
indígenas y tribales  
 
Para determinar cuál ha sido el nivel de eficacia y efectividad que han tenido las medidas 
adoptadas por la Corte Constitucional, que se representan en la línea jurisprudencial desde la 
comprensión, conceptualización, recepción y aplicación del derecho a la consulta previa de 
los pueblos indígenas y tribales en Colombia, se debe conceptualizar de primera mano las 
nociones de eficacia y efectividad en un marco jurídico, para ello, tenemos en consideración 
lo dicho por Juan Capella (1968), quien  dice que la eficacia jurídica, se puede identificar 
como la verdadera intención que tiene el legislador para con la norma, y la efectividad 
jurídica de una norma, se direcciona a ver como la sociedad se apropia  y reconoce dicha 
norma, y esta, cómo se aplica realmente en el ordenamiento social (Picazo, L. 1993). 
Por ende, para iniciar se analiza el marco espectral que se ha desarrollado a lo largo de la 
historia, comenzando con el proceso de reivindicación social que se dio en el marco de 
derechos de las comunidades indígenas según la declaración de las naciones unidas, dotando 
así a los pueblos indígenas y tribales de distinciones propias y colectivas, al ser consideradas 
comunidades de especial protección, junto a ello, el derecho a ser vistos con igualdad ante la 
ley, a exaltar la identidad cultural y a la propiedad de los bienes materiales e inmateriales que 
los identifican y a la participación social en las decisiones dentro de su comunidad (Calla, 




fueron tenidos en cuenta en la constituyente que formo el Estado social de derecho 
colombiano, e incorporar a las comunidades indígenas, como sujetos colectivos de especial 
protección. 
Uno de los aconteceres que ayudaron a integrar a las comunidades indígenas, a 
reconocerlas y protegerlas por vía constitucional fue la enorme desigualdad que se pregonaba 
existía entre los miembros de la sociedad. En Colombia, para comienzos de los años 90 por 
cada 1000 nacimientos, morían 25, números que en Estados Unidos difieren, ya que de cada 
1000 nacimientos morían 8, pero, en una de las comunidades indígenas más grandes de 
Colombia, crea un desequilibrio al reportar que cada 1000 nacimientos mueren 268, 
mostrando la evidente brecha de desigualdad entre, la comunidad en general y las 
comunidades indígenas y tribales (Sánchez, s.f.). 
Los diferentes fallos jurisprudenciales de la Corte Constitucional que se exponen en la 
línea jurisprudencial, han logrado iniciar el cierre de esa brecha de desigualdad que se venía 
presentando antes de la vigencia de la constitución de 1991, para con las comunidades 
indígenas y tribales del país. Las estadísticas que presenta el DANE (2015) la participación 
de las comunidades indígenas en la dinámica del Estado social de derecho se ha venido 
acrecentando, ya que para el censo del 2005 se evidenciaba un crecimiento de los grupos 
étnicos del 3.4% a comparación con el último censo reportado, cifra que para el año 2018 
según el censo nacional de población y vivienda aumentó considerablemente a un 4.4%, este 
crecimiento del 36.8% que han tenido las comunidades indígenas en el territorio colombiano, 




étnicas del país, y a las estrategias de predominancia social y cultural que han tenido para 
defender sus derechos colectivos en todo el territorio colombiano.     
La Corte Constitucional en materia de conceptualización, apropiación, recepción y 
aplicación de la consulta previa para las comunidades indígenas y tribales, han ayudado a 
evidenciar no solo un crecimiento demográfico de la población, sino con ello, a comprender 
aspectos teóricos que antes no se tenían al momento de incluir a las comunidades en las 
decisiones de su territorio, haciendo que el trabajo mancomunado de la Corte Constitucional 
y las instituciones de control, han servido para reivindicar social y culturalmente a las 
comunidades ancestrales del territorio nacional, mostrando que son un factor importante en 
la identidad cultural del país. 
Es de resaltar la apropiación que han tenido las comunidades indígenas y tribales sobre 
los fallos jurisprudenciales, que se han dado sobre el derecho a la consulta previa de los 
pueblos indígenas y tribales, muestran el reconocimiento por parte de la corporación 
constitucional, de ciertos atributos de la filiación cultural de los pueblos étnicos, y como ello 
ha estimulado la recepción de acciones constitucionales por parte de los jueces de tutela, y 
con ello que sean incidentes los mecanismos jurídicos puestos a su disposición en la 
constitución para resguardar su territorio, sus costumbres y su identidad como comunidades 
ancestrales colectivos del territorio colombiano.  
CONCLUSIONES FINALES DE LA TESIS 
 
A manera de colofón, y dándole respuesta a la pregunta problema objeto de 




apartados jurisprudenciales comprende y conceptualiza el derecho a la consulta previa de 
los pueblos y comunidades indígenas y tribales? se ha llegado a concluir que;  
La evolución jurisprudencial del derecho a la consulta previa de las comunidades 
indígenas en Colombia, ha mostrado una tendencia constitucional a conceptualizar ciertos 
aspectos que no han sido reglamentados respecto al derecho de la consulta, los cuales 
intrínsecamente aparte de conceptualizar y apropiar ciertas disposiciones concretas, se 
dirigen a la garantizar y efectivizar de los derechos a la participación colectiva y la consulta, 
que son propios de las comunidades indígenas y tribales, esto, por medio de puntualizaciones 
conceptuales y comprensivas dadas durante el trasegar constitucional, los cuales 
caracterizaban ciertos atributos propios de las comunidades ancestrales, como eje de la 
identidad cultural y social de las poblaciones étnicas; aunque se marcan algunas unas sombras 
decisionales  en las que se matizan los postulados de eficacia que la corte impera proteger, 
en su lineamiento constitucional constituido, respecto a la justicia ambiental y desarrollos 
sostenible y medio ambiente.  
Lo anterior sintetiza el entendido que, el derecho a la consulta previa de las comunidades 
étnicas en Colombia, ha tenido una inclinación dada a comprender, conceptualizar y 
puntualizar los apartados conceptuales necesarios para percibir el significado de una 
comunidad indígena, y como se liga está a ciertos derechos colectivos de participación y 
consulta en el territorio colombiano; junto a ello, en sus fallos se establecen directrices 
predispuestas para enmarcar la  efectividad los derechos de participación y consulta de las 




El concepto de identidad cultural, es uno de los fundamentos y cimientos de las 
comunidades indígenas y tribales, ya que de ahí se desprenden todos los aspectos culturales, 
sociales y territoriales que se podrían ver afectados por alguna intervención administrativa, 
y los cuales deben dejarse precisados para que el ordenador jurídico tenga bases sólidas para 
salvaguardar los derechos colectivos que se buscan proteger por medio de la consulta.  
Evidenciado esto, en el marco de aplicación de la consulta previa como derecho 
fundamental, se denota que, este derecho se direcciona, según lo ha conceptualizado y 
concretado la jurisprudencia, a proteger los derechos propios de las comunidades cuando 
estas tengan afectaciones directas por alguna medida de orden legislativa, o de orden 
administrativa, nacional o local, junto a ello, la Corte ha resaltado la importancia de la 
participación y decisión de las comunidades indígenas cuando se tomen disposiciones 
respecto a la explotación de recursos naturales que se encuentren dentro de su territorio, como 
requisito previo antes de iniciar un proyecto que genere cambios en la estructura social, 
ambiental, económica, política o cultural de una comunidad. 
Aunque en la jurisprudencia constitucional, se han creado criterios tendientes a la 
efectividad de las medidas aplicadas por la Corte Constitucional, es de resaltar las sombras 
decisionales en las que no se efectivizo el derecho a la consulta, ello expuesto en la sentencia 
SU-123 (2018), mediante ésta se evidencia que en su ratio decidendi, se reconoce la 
afectación causada en el territorio, en el ambiente, en la salud y en la estructura social de la 
comunidad Awa, y con ello el amparo a los derechos fundamentales que se pregonaban 
vulnerados, pero, las medidas tomadas por la corporación constitucional, no son consideradas 




intervención, la afectación ya era irremediable, en su aclaración de voto el magistrado Carlos 
Bernal Pulido, pregona que, el cambio en la estructura de la comunidad ya se había causado, 
haciendo que la acción de tutela sea improcedente y no cumpla las expectativas de 
participación de las comunidades en los procesos de intervención territorial.  
No obstante, la Corte en otros escenarios de tutela, impera por el resguardo de los 
derechos fundamentales a la consulta previa, y con ello, a la eficacia de las medidas adoptadas 
en pro de velar por el cumplimiento del orden constitucional, que establece el resguardo 
especial a ciertas comunidades que se pueden ver afectadas en su estructura cultural y social. 
Ahora bien, en torno a la evolución de los criterios teóricos, jurídicos y conceptuales de 
la consulta previa, el balance constitucional que se evidencia en las órdenes dadas por la 
Corte en sus fallos, el reconocimiento de las comunidades como sujetos colectivos de derecho 
y la efectividad de dichos fallos respecto al resguardo de derechos, podemos concluir que; 
 Los escenarios constitucionales que se integran en el ordenamiento jurídico 
colombiano después de la promulgación de la constitución política de 1991, y la 
ratificación del convenio 169 de la OIT, respecto al resguardo de los derechos de las 
comunidades indígenas y tribales, legitima y reconoce la propiedad de las tierras que 
se pregonan resguardo indígena, otorgándoles un carácter imprescriptible e 
inembargable, junto a ello, otra serie de derechos colectivos que giran en torno a la 
participación, consulta previa, la diversidad, autonomía política, económica, social y 
cultural a los territorios étnicos, que se consagran en orden constitucional. 
Dichas estipulaciones constitucionales y convencionales, han sido de incidencia para 




dejando a un lado la connotación de población vulnerable, y tomando titularidad de 
atributos de especial protección, gracias a la inclusión activa de los pueblos 
ancestrales y las herramientas jurídicas puestas a disposición en la constitución de 
1991,  los pueblos indígenas han acrecentado tu territorio, reafirmado su cultura, 
resguardado su identidad como patrimonio cultural y como sujetos activos en 
derecho. 
 El territorio es uno de los factores que caracteriza a las comunidades indígenas y 
tribales del país, ya que, como se pregona en las divisiones demográficas, culturales, 
históricas que han acompañado un legado cultural, arraigado a un espacio 
determinado; los resguardos se atribuyen la soberanía y posesión de gran parte del 
territorio colombiano, y que han tenido una construcción social importante para 
reafirmar su identidad y desarrollo.  
Se ha comprendido que el territorio de las comunidades indígenas, no solo es una 
representación material y física del espacio en el que habitan, sino que el territorio se 
representa por la apropiación de espacios en los que es evidente el crecimiento 
cultural, social y multidimensional que ha llevado a generar una identidad ancestral.  
 Estas comunidades indígenas respecto a su integridad social, no solo reconocen un 
territorio como suyo, sino que pregonan de una autónoma de orden social, político y 
económico, que se caracteriza según disposiciones constitucionales, como sujetos 
colectivos de derechos, y prevalece su interés social sobre la intervención estatal de 





Derecho estructurado en el convenio 169 de la OIT, y reconocido en el Estado 
colombiano en la constitución política en su articulado, especialmente como derecho 
y herramienta jurídica en el artículo 330, que estipula la necesidad de la consulta 
previa a las comunidades como requisito previo antes de una intervención de sus 
territorios.  
El marco jurídico que ha prevalecido en Colombia respecto a la consulta previa ha 
sido escaso, y falto de aspectos conceptuales que puedan determinar la debida 
ejecución del derecho a la consulta de las comunidades, como lo es el artículo 76 de 
la ley 99 de 1993, que predica que la explotación de recursos naturales se hará sin 
menoscabar la integridad cultural, social de las comunidades étnicas que subsisten de 
los recursos naturales que se explotaran, y solo se podrá hacer, con previa consulta a 
los representantes de dichas comunidades. Otras disposiciones legales respecto a la 
consulta previa, no han marcado una pauta concreta en el ordenamiento jurídico 
colombiano, que designen el proceder de la consulta previa para las comunidades 
indígenas y tribales. Tarea que la Corte Constitucional resuelve en sus providencias. 
 La tarea de la Corte Constitucional de regular y reglamentar por parámetros 
jurisprudenciales el proceder de la consulta previa, ha dado claridad conceptual a los 
preceptos que fundan y estructuran a las comunidades indígenas y con ello ahondar 
en la aplicación del derecho a la consulta previa, ello evidenciado en la línea 
jurisprudencial descrita en la investigación. 
Esta línea jurisprudencial, marca los escenarios más relevantes en torno a la 




comunidades indígenas, desde los ejes de la justicia ambiental y el desarrollo 
sostenible del medio ambiente.  
La corte comienza dicho trabajo en la sentencia SU-039 del año 1997 en la que se 
describen por primera vez las características esenciales del derecho a la consulta 
previa, y con ello la pertinencia de la acción de tutela como mecanismo constitucional 
para la salvaguarda de los derechos colectivos de las comunidades y otras 
disposiciones procedimentales de este derecho. Es relevante lo plasmado en la 
sentencia C-891 del año 2002, en ella reafirman ciertos criterios conceptuales de la 
participación e incidencia decisoria de las comunidades sobre sus territorios, y se 
desarrollan otros en torno la esencia estructural de las comunidades indígenas, como 
lo es el proceder de la consulta previa como un derecho fundamental sobre los actos 
legislativos y como derecho fundamental y herramienta jurídica para la salvaguarda 
de derechos colectivos frente a actos administrativos que lleguen a generar 
afectaciones directas en su identidad.  
Una sentencia relevante respecto a la conceptualización y comprensión del derecho 
de consulta para las comunidades indígenas, es la sentencia T-880 del año 2006; en 
donde la corte dispone la procedencia de la consulta previa no solo en los casos 
concretos dispuestos en el artículo 330 de la constitución, sino en los casos en los que 
se presente una afectación directa que modifique la integridad social, cultural o 
económico de la comunidad, junto a ello se conceptualiza uno de los aspectos más 
relevantes de la identidad, como lo es el territorio, entendido no solo como el espacio 
físico en el que habitan las comunidades, sino el espacio de su desarrollo cultural y 




con ello resguardando la integridad e identidad que se pregonan en los resguardos 
indígenas. 
Aunque las providencias de la corte constitucional, tienen un mismo lineamiento 
jurisprudencial en pro de implementar medidas puntuales, para con el derecho a la 
consulta previa, la sombra decisoria que se evidencia en la sentencia SU-123 del año 
2018, deja ver entredicho los yerros que puede tener la eficiencia de las medidas 
adoptadas por la Corte Constitucional, ya que se enmarca una situación en la que se 
había generado un daño ambiental y social en la comunidad indígena, y aun así, la 
medida adoptada en la decisión de la Corte, fueron la implementación y ejercicio de 
la consulta previa, medida ineficiente, ya que en la conceptualización de la consulta 
previa, lo que busca es evitar dicho daño, no resarcirlo después de cometido. 
 Las medidas adoptabas por la corte constitucional en sus fallos jurisprudenciales, en 
su mayoría tienden a mostrarse eficientes, en el momento que las comunidades en 
general toman acciones constitucionales en pro de tutelar sus derechos de la consulta 
previa, y con ello encontrar un fallo que obligue a no vulnerar este derecho por parte 
del Estado o entidades particulares en el territorio. Se evidencia esto en los 
incrementos de acciones de tutela, y acciones de constitucionalidad que se presentan 
por parte de las comunidades indígenas y tribales, con la intensión de resaltar la 
estructura social, económica y cultulral de las comunidades, y con ello, tutelar la 
consulta previa como derecho fundamental, y de hacer eficaz la consulta como 
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